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Consideraciones previas 

La introducción que aquí se presenta no agota por completo los múl¬ 
tiples sentidos del término vigilantismo, polémico en sí mismo. Sobre 
todo en un estado federativo como el de Tamaulipas, el cual, presenta 
varios de los problemas graves de la región del noreste mexicano, in¬ 
cluido el de seguridad. Las siguientes líneas exponen puntos por entero 
orientados hacia una franca invitación a leer Vigilantismo y crimen orga¬ 
nizado en Tamaulipas o, al menos, que el lector considere por su cuenta 
los temas que se abordan. 

De inicio, el autor de estas líneas comenta lo que considera aspectos 
fundamentales de los capítulos que conforman el libro, con ello 
cumple las exigencias de la coordinación formal comprometida. Sin 
embargo, siempre es aconsejable una labor de coordinación material. 

No se trata de la enésima actualización del manoseado mantra de 
la coordinación, como panacea a todos los problemas, camuflaje falaz 
en lo connotado por la palabra, criticado -con razón y para ámbitos de 
seguridad- por doctrina anterior a este libro (Hope y López, 2015). 
Más bien, se asume que todo hecho masivo (el vigilantismo lo es por las 
implicaciones que supone, Ínter alia, para lo social, lo político o lo 
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jurídico) concita «tal variedad de interpretaciones que se necesita de 
alguna que aporte coordinación» (Bueno M. y Valdano, 2017, p. 4). 

El modo en que aquí se presenta esa coordinación material será me¬ 
diante el análisis, líneas más abajo, de la idea de vigilantismo, según lo 
derivado de los capítulos expuestos y de la confrontación del término 
frente a otros con los que podría confundirse. De esta forma se robus¬ 
tece la propuesta de definición de vigilantismo que, como punto de 
partida, se plantea al lector con el fin de que se familiarice, aunque sea 
críticamente, con ella. 

Resultado de la coordinación formal de la obra 

El libro Vigilantismo y crimen organizado en Tamaulipas tuvo sus orígenes 
en octubre de 2018, cuando un grupo de investigadores conocedores de la 
realidad tamaulipeca, pero con perspectivas -teóricas y metodológicas- 
distintas, intercambiaron puntos de vista sobre seguridad. El nexo en 
común: coincidieron en que la situación de violencia en Tamaulipas estaba 
generando demandas cada vez más novedosas sobre rasgos y causas de 
este fenómeno. 

A partir de esa constatación, se propusieron trabajar de manera 
conjunta e invitar a otros colegas que tratasen temas afines a confor¬ 
mar un proyecto colectivo de investigación que sirviera como hilo con¬ 
ductor para canalizar sus inquietudes. El objetivo: reflexionar sobre 
las acciones emprendidas por la sociedad y por el Estado en Tamauli¬ 
pas, a partir de la generalización de la violencia que se relaciona con 
la delincuencia organizada y tomando como eje de discusión la idea 
de vigilantismo. 

Por tanto, el siguiente paso importante fue convocar un semina¬ 
rio para presentar los avances de investigación donde se discutieran 
esbozos e inquietudes ante estudiantes y otros profesores. Así, en este 
espacio, los colegas compartieron sus perspectivas teóricas, sus herra¬ 
mientas metodológicas y casos específicos que pudieran ser objeto par¬ 
ticular de análisis. Se dio la primera gran discusión y aproximación 
al concepto de vigilantismo y la manera en que pudiera analizarse en 
Tamaulipas. Luego de ello, los autores continuaron investigando y un año 
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después se obtuvieron los resultados, plasmados en un libro compuesto 
por capítulos escritos ex profeso sobre la materia. 

Formalmente, Vigilantismo y crimen organizado en Tamaulipas com- 
ta de siete capítulos, ordenados de acuerdo con los que presentan una 
mayor abstracción hasta los que muestran aspectos concretos para 
la entidad federativa tamaulipeca. Todos ellos abordan cuestiones 
relacionadas, expresa o tangencialmente, con el crimen organizado en 
Tamaulipas, en tanto que el uso del término vigilantismo es más hete¬ 
rogéneo. Cuando no aparece de manera explícita, se observa implícito 
o matizado con la idea de vigilancia (ha de remarcarse que todo vigi¬ 
lantismo implica vigilancia, pero no al revés), incluso, a veces el coor¬ 
dinador formal se plantea si algunos autores no estarán utilizando el 
término como un espejo: esperando que refleje ideas previas, aunque 
sean contradictorias. De ahí la importancia de aclarar el concepto, lo 
cual, se presenta en el siguiente apartado. 

Para empezar, se plantea la reflexión sobre el vigilantismo a partir de 
una perspectiva histórica. El primer capítulo, «Vigilantismo, vigilan¬ 
cia y delincuencia organizada: Elementos teóricos para la comprensión 
de sus variaciones prácticas», se centra en el origen, evolución y carac¬ 
terísticas del vigilantismo. Desde la identificación de su uso inicial en 
Estados Unidos hasta su presencia en países como México o conti¬ 
nentes como África (el autor toca cada continente, al menos a vista de 
pájaro), se defiende una perspectiva genealógica y comparativa que plan¬ 
tea los rasgos de un fenómeno sustanciado en múltiples formas de 
aparición. Unas veces, lo engloba un objetivo de control político social. 
Otras, está más centrado en el control delincuencia!. En demás oca¬ 
siones, en una mezcla de ambos. 

De este texto, que se puede ubicar entre la dogmática conceptual 
y el ensayo bibliográfico, es posible deducir que las manifestaciones de 
vigilantismo acompañan, como un Doppelgdnger (un doble oscuro), a 
los Estados aludidos en el capítulo. No desde el maniqueísmo, aque¬ 
llas que buscan sustituirlo o las que estarían por completo desliga¬ 
das de él, sino como manifestaciones dinamizadoras de instituciones 
esenciales para el despliegue de la fuerza oficial, o capaces de explici- 
tar problemas sobre dicha fuerza. Se dejan aquí estas reflexiones, por 
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el momento, para retomarlas en la segunda parte de esta introducción, 
donde se analiza la idea de vigilantismo. 

El autor de «Poder, empresa y tráficos ilícitos en el noreste de 
México», también parte de un enfoque histórico, pero metodológica¬ 
mente lo sitúa en lugar distinto, en la labor de archivo, donde indaga 
en fuentes hemerográficas y documentos oficiales. Así, en este capí¬ 
tulo no se desdeña un análisis conceptual del término vigilantismo, 
puesto que se reconoce su traslape con otros como paramilitarismo 
o delincuencia organizada, algo que se señalará más abajo. Además, 
el autor añade a la discusión doctrinal el complemento de las fuentes 
mencionadas -con las discusiones y cautelas aparejadas a esos medios 
de conocimiento- y la acotación de fijarse en las élites históricas del 
noreste de México o con impacto en esta región. 

El estudio sobre esas redes de minorías rectoras en los siglos XIX y 
XX, donde la grisura entre lo legal o lo ilegal, la acumulación de relaciones 
y capitales ambiguos, ofrecen, sostiene el capítulo, cómo los impulsos 
del Estado y estados mexicanos se derramaron sobre las tierras de la 
frontera norte. La entidad federativa de Nuevo León es la base del aná¬ 
lisis del autor; sin embargo, conduce, paso a paso, a varios aspectos de 
la violencia en Tamaulipas. De esta forma, el capítulo sugiere la visión 
conjunta de élites y criminalidad en uno y otro estado. Es más, si el ca¬ 
pítulo de Alarcón ayuda a descartar el maniqueísmo, de suma cero, de 
ver algo así como un Estado sobrepasado por vigilantes descontrolados, 
el de Flores previene de pensar en una especie de cooptación origina¬ 
ria del Estado mexicano, que se perpetuará hasta nuestras fechas. El 
autor nos ofrece una imagen distinta del noreste. Aquella que al lector 
le sugieran los ejemplos de militares que protegen a sus, sobre el papel, 
némesis criminales; empresarios que canalizan el tráfico de armas; o 
políticos que buscan el poder en sitios lejos de su oficina gubernamen¬ 
tal. A partir de la consustancialidad de que esas élites son también el 
Estado: la que da cancha a fenómenos violentos que buscan objetivos 
sin limitar los canales extrainstitucionales. Por ahí se puede conectar 
el papel del vigilantismo y lo que tenga de fijador de un orden. 

Los capítulos siguientes centran el asunto en el siglo XXI y, especí¬ 
ficamente, en lugares tamaulipecos; algunos rurales, como Hidalgo, 
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Padilla o San Carlos, y otros, como Reynosa o Matamoros, con diná¬ 
micas más urbanas. 

«Violencia y dominio político en la vida municipal de Tamaulipas: 
Hidalgo, Padilla y San Carlos», representa un trabajo de campo en 
los municipios aludidos en el título, que tiene el propósito de des¬ 
menuzar la percepción que una decena de pobladores tienen sobre la 
Columna Militar Pedro José Méndez; movimiento que oscila entre 
la autodefensa, el vigilantismo y la acción política. Destaca, entre las 
aportaciones de los autores, la profusión de los testimonios, los cuales, 
incluyen algunos tan valiosos como los de un connotado miembro 
de esa organización. Son impresiones de primera mano, con sus pros 
-por ejemplo, la obtención de comunicaciones directas de un fenó¬ 
meno relativamente reciente, lo que resulta básico para entenderlo- y 
sus contras -como plasmar prácticamente sin tamizar y con cierta 
fluidez, a lo stream of conciusness o monólogo interior, incluso, con la 
posibilidad de los errores propios de la subjetividad-. Pero esto le sirve 
al lector para conocer modos de actuar, impacto y percepción de una 
organización que, en alrededor de una década y con varios cambios de 
gobierno en diferentes niveles, continúa siendo un actor básico para 
entender no solo la seguridad, sino la legalidad y la política en esas 
poblaciones, así como el rol de oitís fuerzas vivas en el territorio, como 
individuos o grupos marcadamente criminales. La labor de Casas y 
Yado posibilita un mayor análisis sobre ese grupo armado a partir de 
lo académico, y no únicamente desde lo mediático, como se ha venido 
haciendo de manera usual. Así mismo, las cuestiones de seguridad 
que los autores del capítulo plantean en su metodología resultan muy 
útiles para quienes realicen estudios en lugares con riesgos similares. 

En «Vigilancia comunitaria en Reynosa: De las formas tradiciona¬ 
les a las redes sociales», las autoras aprovechan su conocimiento de la 
ciudad tamaulipeca para describir los cambios en la vigilancia de la po¬ 
blación reynosense en favor de la delincuencia y las maneras de rever¬ 
tiría, muchas veces tan omnipresente como impalpable, de las fuerzas 
vivas criminales hacia los ciudadanos sin vínculo alguno con ellas. 
Ambas criminólogas narran figuras informales habituales dentro del pai¬ 
saje urbano mexicano, como los vigilantes de aparcamientos o de colonias. 
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de quienes obtenemos, como lectores, datos de sus condiciones labo¬ 
rales o sus expectativas a la hora de afrontar los peligros de la zona. Más 
aún, se propone un esbozo de clasificación y descripción de redes socia¬ 
les (Facebook y Twitter), las cuales, se utilizan para la información y 
denuncia de la delincuencia organizada reynosense. También, a los acró- 
nimos populares sobre Situaciones de Riesgo (sdr), conocidos por cual¬ 
quiera usuario que viva en lugares con conflictos de este tipo (Ojeda, 

2018) , se añade el uso, en las plataformas digitales, del lenguaje común 
sobre el crimen organizado en Tamaulipas, como los narcobloqueos o 
esa variante del abrojo que en México se denomina ponchallantas (Pérez, 

2019) . Plataformas que se utilizan no sólo para señalar las fuentes de 
peligros, sino también para aludir a fenómenos mapeados como adver¬ 
tencias. Además, el análisis sobre la utilización de las nuevas platafor¬ 
mas tecnológicas con el objetivo de la protección, suscita la reflexión de 
cómo los investigadores hemos de usar dichas fuentes digitales. 

En «La fragmentación y apego a la ley de algunas respuestas socia¬ 
les a la violencia en Tamaulipas», el autor aprovecha, por igual, su 
conocimiento como residente de un municipio tamaulipeco fronte¬ 
rizo para mostrar al lector el modo en que los particulares se protegen 
para no ser víctimas de la delincuencia. En este caso, recoge, con una 
veintena de entrevistas en la entidad federativa tamaulipeca, el sentir 
de la población ante algunos hechos violentos para sus personas o sus 
patrimonios. Del capítulo se coligen, además de dichas impresiones 
-que van de lo cómico al fatalismo: muchos entrevistados asumen 
la violencia casi como un fenómeno meteorológico, con sus ciclos y 
atmósferas-, las maneras concretas de vigilancia y autoprotección. El 
autor profundiza en su casuística hasta los detalles y las expresiones 
más nimias, buscando las clasificaciones de las conductas más habi¬ 
tuales que otras, y las que funcionan o no. Si el capítulo de Casas y Yado 
está entre lo académico y el testimonio, el de Zárate destila buenas do¬ 
sis de periodismo, incluido lo costumbrista y lo bufo. Son de rué oblige, 
pues todo cuenta para la labor de este autor matamorense. 

Si el capítulo anterior presenta una visión, por así llamarla, hori¬ 
zontal sobre la seguridad, con la población contando qué hace para 
protegerse, en «Vigilantismo, vigilancia y coproducción de Seguridad 
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Pública en Tamaulipas-Texas» se describe una serie de políticas de se¬ 
guridad fronterizas, basadas en la jerarquía de las instituciones oficia¬ 
les de México (Tamaulipasy Veracruz) yEE. UU. (Texas). Comprende 
el armazón de iniciativas con el objetivo de lograr la vigilancia sin el 
vigilantismo, así como el plantear la viabilidad de la implantación de 
esas políticas públicas. Principalmente, señalando el grado de partici¬ 
pación real de la población y los problemas de la colaboración contra 
algunas de las manifestaciones de la ilegalidad trasfronteriza más difí¬ 
ciles de gestionar. Y, de manera justa, al tener en cuenta que la oficiali¬ 
dad estadounidense recae con frecuencia en el maximalismo. Con otras 
palabras, la extensión del paradigma de mando, control, comunicaciones 
y computadoras (C4), y todos los agregados que se planteen añadir a 
esas siglas (United States. Joint Chiefs of Staff 1995), es tan técnico como 
ideológico, como desgrana pedagógicamente Javier Jordán al analizar 
los cambios doctrinales que EE. UU. ha debido realizar para adaptarse 
a la guerra contra el terrorismo (Jordán, 2017; Salduero, 2017). Para 
Tamaulipas queda abierta la cuestión de cómo sustanciar, más allá de car¬ 
casas institucionales y firmas fotografiadas de convenios, la colaboración 
con instituciones oficiales que, de por sí fallan en aspectos tan básicos como 
evitar asesinatos o contener minuto a minuto el tráfico ilegal. 

El libro finaliza con el capítulo «Triple niebla: Confusiones de 
organigrama, sujeto o espacio para la desaparición forzada en el noreste 
de México», cuya autoría pertenece a quien escribe estas líneas. En 
este apartado se ha intentado señalar el modo en que la institucionalidad 
oficial disemina la ambigüedad sobre tres aspectos, a saber: sus orga¬ 
nigramas, los sujetos parte de ellos y los espacios habilitados legalmente. 
Esa ambigüedad es la «triple indistinción», metáfora que en muchos 
lugares representa una alegoría sobre la violencia, esto es, una metá¬ 
fora engarzada con otras. Conceptualizar la triple indistinción es la 
base del capítulo, sustentado en el estudio de algunas desapariciones 
forzadas en el noreste de México (sobre todo en Matamoros y Nuevo 
Laredo). Se eligió esa categoría penal por la enorme confusión que, por 
su modo de operar, también disemina. 
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Conceptos contradistintos del vigilantismo 
y propuesta de d^inición 


Tras la exposición de los capítulos, el planteamiento siguiente es una 
reflexión general sobre el concepto de vigilantismo, en relación con otros 
contradistintos a éste, por ejemplo: paramilitarismo, autodefensa, cri¬ 
men organizado e insurgencia. 

Contradistintos, el trazado de la diferencia entre los términos se 
lleva a cabo reconociendo un trasfondo común que, de no explicarse, 
aboca a confundirlos (Bueno S., 2009). En el siguiente cuadro 1 se ofre¬ 
cen los rasgos básicos para distinguir vigilantismo de términos como 
paramilitarismo, autodefensa, crimen organizado o insurgencia. 


Cuadro 1. Comparación entre el vigilantismo y otros fenómenos 


Categoría/ 

Variable 

Paramilitarismo 

Autodefensa 

Vigilantismo 

Crimen 

organizado 

Insurgencia 

Relación 

Vinculación 

Vinculación 

Vinculación 

Vinculación 

Desvincu- 

con el 
Estado. 

estructural. 

coyuntural. 

0 desvincu¬ 
lación 

estructural o 
coyuntural. 

coyuntural 
o desvincu¬ 
lación. 

lación. 

Objetivo 

Refuerzo 

Refuerzo 

Prevención o 

Enrique- 

Socava- 

final. 

del Estado 

de la ley 

castigo ilegal 

cimiento 

miento del 


militarmente 

sin usar 
preferente¬ 
mente al 
ejército oficial. 

general 
impugnán¬ 
dola mili¬ 
tarmente a 

nivel local. 

0 paralegal¬ 
mente de 
crímenes o 

de situaciones 
percibidos 
como 
peligrosos 
para el grupo. 

ilegal. 

Estado mili¬ 
tarmente. 


Fuente: Elaboración propia a partir de Gamberra (2007), De la Corte 
y Giménez- Salinas (2010) y Pérez (2016). 


Según lo que se sostiene en el cuadro, el vigilantismo es el uso de 
la fuerza física o la amenaza de ésta que busca la prevención o el castigo, 
ilegal o paralegalmente, de crímenes o situaciones que son percibidos 
como peligrosos para el grupo que se ostenta como vigilante. Además, 
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el vigilantismo admite, como rasgo esencial, múltiples relaciones con el 
Estado, a través de una vinculación o una desvinculación que podrá 
ser estructural o coyuntural. 

El trasfondo común de las categorías es el planteamiento de un 
objetivo final que altera de algún modo potestades del Estado, como 
se especifica en los respectivos ítems. Eso no significa, sin embargo, 
que no haya interrelaciones e, incluso, cambios de unas categorías a 
otras, en la línea de lo que plantean Alarcón o Flores en sus capítulos, 
recogiendo la doctrina más cualificada. Estos cambios se han denomi¬ 
nado, en el ámbito del crimen organizado, pero extensible a otros, hibri¬ 
dación o mantenimiento de rasgos definitorios del grupo incorporando 
los de otras categorías, o bien transformación, si lo incorporado ter¬ 
mina modificando algún rasgo definitorio (De la Corte y Giménez- 
Salinas, 2010). Las combinaciones que ello arroja, como se ha visto ya 
para reflexiones previas sobre paramilitarismo e insurgencia (Pérez, 
2016), son muchas. 

Por ofrecer al lector varios ejemplos, un grupo paramilitar puede 
asumir el rótulo de autodefensa debido a la buena fama de esta cate¬ 
goría y, en la consolidación de esa fortaleza, cometer delitos propios 
del crimen organizado. Igual, una organización criminal puede reali¬ 
zar actos de vigilantismo para marcar líneas rojas con grupos rivales o 
porque considera que estratégicamente le dará réditos entre la opinión 
pública. Incluso, puede reconvertirse en un grupo de autodefensa y 
ayudar logística o financieramente a que una organización logre esa 
categoría, así como detraer recursos para, en una parte de un territorio 
tan convulso como el tamaulipeco, adoptar esa fachada. También una 
autodefensa puede ser cooptada por el Estado, que podría a su vez hor- 
monarla con recursos suficientes como para transformarla en una orga¬ 
nización paramilitar supeditada a sus objetivos estatales. A su vez, los 
paramilitares podrían revolverse y utilizar esos medios para desafiar 
al Estado, equiparándose a una insurgencia. 

Es más, ante la habitualidad de que unas categorías permeen en 
otras, el parámetro estatal, puesto en relación con la variable del obje¬ 
tivo final de cada categoría, permite captar cómo puede cambiar la 
percepción que de sí mismos tienen los actores. Así, se logra oponer 
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un criterio objetivo a ese subjetivismo, con el que se evitarán juicios 
relativistas y se podrán entender situaciones aún más borrosas que las 
descritas. Un par de ejemplos históricos ayudarán a reconocer contra 
qué se está advirtiendo. 

Cuando se produjo un movimiento armado como el franquista, el 
denominado Alzamiento Nacional, sonaría descabellado que se autode- 
nominasen como insurgentes. Aunque objetivamente lo fuesen por rebe¬ 
larse contra el gobierno republicano oficial. Ello es así porque el núcleo 
militar y conservador era definitorio, y esos rasgos buscaban —emic— 
verse como el restablecimiento de una esencia perdida de la nación 
histórica, y no con una ruptura que sí conlleva la voz insurgente. En 
cambio, para aquellos países con tradición revolucionaria o donde la 
ruptura con la legalidad está en su génesis como nación política, tal es 
el caso de México, llamarse insurgente es motivo de orgullo, con sím¬ 
bolos patrios como una Glorieta de los Insurgentes, etcétera. Es más, de 
todos los Estados mencionados por Alarcón en su capítulo, en los que 
vemos el fenómeno del vigilantismo, resultaría un ejercicio estimulante y 
aclaratorio reflexionar sobre cuántos de ellos tienen en sus orígenes una 
ruptura del orden político previo, como fue su secesión de otro Estado. 

El parámetro estatal ofrece otra ventaja, la de delimitar {prima 
facie, pues se asume que en muchas ocasiones ese formalismo es equí¬ 
voco) lo legal de lo ilegal. Hay que considerar que, en último término, 
el vigilantismo y sus contradistintos se refieren, con sus pretensiones 
y actos, al Estado. Esto no significa subordinación a éste. Ni siquiera 
que haya una confluencia de objetivos. Pero sí implica la apelación 
a que el castigo ilegal o, como veremos, paralegal de los crímenes, o de 
aquellas situaciones percibidas como peligrosas, para el grupo que se 
postula como ostentador del derecho a ser vigilante, tenga la misma 
legitimación que las instituciones oficiales. 

Así considerado, la interpelación al Estado adquiere también gran 
variedad de formas, pero con el denominador común de ser siempre 
ambiguas, algo ya reconocido por la doctrina. De ahí que, en la varia¬ 
ble de relación con el Estado, se haya planteado que el vigilantismo 
puede tener una vinculación o desvinculación estructural o coyun- 
tural, afirmación sustentada, por ejemplo, en la genealogía que plantea 
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Alarcón. También en la idea de élites que resulta del capítulo de Flores, 
tan alejada de la ortodoxia que esperaría una división clara entre inte¬ 
reses legales e ilegales o de la impresión de que éstas, las élites, buscan 
siempre construir el Estado. O las implicaciones de la triple indistinción 
para las instituciones oficiales, la cual, se ha defendido en el último 
capítulo de este libro. 

El combustible, si se permite la metáfora, para la ambigüedad del 
vigilantismo sería su planteamiento en términos del conflicto entre lega¬ 
lidad y legitimidad. Por ejemplo, cuando grupos criminales dicen poner 
orden entre aquellos delincuentes que realizan actividades entorpecedo- 
ras de las que requieren, aparente o realmente, menos violencia (Gambetta, 
2007), entonces se está apuntalando un tipo de orden. Un orden donde 
los objetivos del Estado confluyan con los de esas organizaciones, que 
logran así su legitimidad. Si el mismo Gambetta (2007) señalaba, con un 
giro al adagio marxista, que «la mafia es el opio de la gente que des¬ 
confía» (p. 13), entonces el vigilantismo es el modo en que los descon¬ 
fiados legitiman el uso de la fuerza para, supuestamente, disipar esa 
desconfianza. Esto los diferencia, por cierto, de la mafia; un tipo de crimen 
organizado que, sin buscar esa legitimidad política, aunque la obten¬ 
gan tangencialmente, hacen de la protección su negocio. 

Del mismo modo, si desde sectores del Estado mexicano (a nivel 
federal, estatal o municipal) se están realizando labores de control para 
asegurar el cumplimiento de la ley, pero de un modo que la acaba so¬ 
cavando -o que, si se permite la expresión, la mantienen en una mala 
salud de hierro—, entonces las instituciones oficiales se deslegitiman. 
Sardónicamente Roberto Bolaño (2003) titulaba un cuento «Litera¬ 
tura + enfermedad = enfermedad». Pues bien, haciendo uso de esa 
expresión, puede sostenerse que legalidad + ilegalidad que se pretende 
legalidad = paralegalidad, el territorio del vigilantismo. La paralegali¬ 
dad asume, como se remarca en la discusión doctrinal de Alarcón, 
que los vigilantes buscan hacer lo que el Estado debería hacer (según 
ellos, claro). Pero sin orbitar necesariamente alrededor de las institu¬ 
ciones oficiales de seguridad, como sí lo hace el paramilitarismo, en 
un desbordamiento de la oposición de legalidad y legitimidad, bino¬ 
mio demasiado limitado en lo jurídico. Más bien, el vigilantismo se 
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mueve en una dialéctica agustiniana entre los planos real e ideal, los 
ecos contemporáneos y tantas veces retomados de la ciudad de los hom¬ 
bres/ciudad de Dios. Esa propugnación de un orden ideal es inherente 
al vigilantismo, como vemos en la génesis del término o en las reaccio¬ 
nes, muchas de ellas divisorias socialmente, que nos narran Casas y 
Yado en los entornos rurales, o Zárate para casos urbanos. 

La confluencia con el Estado se realiza, precisamente, a través de 
la apelación al maximalismo vacuo de la ley natural (el mayor oxímo¬ 
ron que existió jamás), y ello subyace en los discursos de quienes se 
proclaman vigilantes. Desde ese marco, la vigilancia real cede al vigi¬ 
lantismo ideal, que busca deslegalizar la violencia para desformali¬ 
zarla, y así legitimarse para poder usarla sin cortapisas. Esto es, que 
la violencia, por usar una expresión popular, esté siempre a mano. Lo 
anterior hace que todas las categorías del cuadro propuesto utilicen el 
vigilantismo táctica o estratégicamente, aunque sin que sea en ellos 
definitorio (del mismo modo que hay grupos que usan el terror, sin 
convertirse en terroristas). 

Todo esto muestra el componente mercurial del vigilantismo, enfa¬ 
tizado por los ejemplos que exponen quienes se han aproximado al 
término. El marco del vigilantismo es la pretensión incesante, de ahí 
la caracterización de mercurial, de aunar esfuerzos para rellenar huecos 
de seguridad, sean reales o percibidos, a los que la ley no llega por cues¬ 
tiones materiales, formales, temporales o espaciales. Llamo sinergias 
del vigilantismo al modo en que se concita ese impulso desde los ámbitos 
político, militar, social o cualquier otro influido por el vigilantismo. 
Etimológicamente, la catedrática de instituto Elena Pingarrón, tras 
recoger la definición de sinergia del Diccionario de la Real Academia 
Española (drae), de «acción conjunta de dos o más agentes que logran 
un efecto superior a la suma de su resultado individual» (Anders, 2001- 
2020), señala el uso de este término tanto en Aristóteles como en Fírmico 
Materno, ya en el siglo IV. Tanto el latín científico de synergia (trabajo 
coordinado) como el tardío de synergus (colaborador, coadyuvante), 
retoman el synérgeia o synergia griego, en tanto cooperación, concurso de 
fuerzas. El vigilantismo en la Tamaulipas del siglo XXI es ese concurso 
de fuerzas para agregar a todo tipo de actores. 
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Sin embargo, -de nuevo lo mercurial- en el momento en que, 
aparentemente, los vigilantes rellenan el hueco, su pretensión se divide, 
alentando a mayores cuotas de vigilantismo. Si aceptamos que a éste 
le son inherentes la prevención y la percepción de peligro, asumimos 
que le es propia una idea desproporcionada de cómo prevenir el peligro. 
Idea, en muchas ocasiones, tornada en un castigar el peligro, con los pro¬ 
blemas de acotación y proporcionalidad que se les ocurran a los lectores. 
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Introducción 

En este capítulo se plantea una serie de confusiones de organigrama, 
sujeto o espacio para la desaparición forzada de personas en el noreste 
de México, según prime uno de esos aspectos. Para ello, en primer 
lugar, se analiza el encuadre institucional y las actuaciones del Grupo 
Táctico Operativo-Hércules Matamoros (gtohm), que ha tenido otras 
denominaciones como Grupo Táctico Hércules o Grupo de Seguri¬ 
dad Hércules. En especial, se analiza la desaparición forzada de cuatro 
individuos en 2014 (en adelante, caso Alvarado Rivera), por ser el prin¬ 
cipal ejemplo de confusión en el organigrama. El gtohm fue una 
estructura de seguridad a nivel municipal (conformado por policías es¬ 
tatales pero ex militares) capaz de conjuntar, en mayor o menor grado, 
distintos niveles de operatividad civil y militar. Ya desmantelada, du¬ 
rante su funcionamiento, hace apenas unos años, fue acusada por la 
promoción de delitos, principalmente desapariciones forzadas y ejecu¬ 
ciones extrajudiciales. 

En segundo, se establecen unas tipologías a partir de las confusio¬ 
nes señaladas. Si la confusión del organigrama plantea un modelo GTOHM, 
la confusión del sujeto se plasma en: a) Instituciones oficiales de segu¬ 
ridad con logotipos cambiados o sin identificación; b) Instituciones 
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oficiales de seguridad que actúan de manera encubierta; y, cj Grupos 
criminales disfrazados de instituciones oficiales de seguridad. Por su 
parte, la confusión del espacio se observa en: aj Instituciones oficiales 
de seguridad que aprovechan acciones o espacios confusos; y, b) Institu¬ 
ciones oficiales que vuelven confusos espacios habilitados legalmente. 

Las tipologías tienen en común diseminar una niebla, que obliga a 
una teoría de la copia de tales organigramas, sujetos y espacios. El lec¬ 
tor ya habrá notado que se utiliza el término niebla en el sentido 
metafórico que se deduce del teórico militar Cari Philipp Gottlieb 
von Clausewitz, aunque no exactamente como lo hace el tratadista clá¬ 
sico alemán. Él lo aplica a la dificultad de conocer los rasgos exactos 
del enemigo, lo que obstaculiza la inteligencia (el conocimiento exacto) 
sobre este. Eso le hace escribir que, ante tal desconocimiento, se está en 
«una especie de crepúsculo, que, como la niebla o la luz de la luna, a 
menudo tiende a hacer que las cosas parezcan grotescas y más grandes 
de lo que realmente son» (Von Clausewitz, 1976, pp. 117 y 140). 

Sin embargo, y aunque se parte de similar trasfondo, en este capí¬ 
tulo también se hace referencia a otro tipo de niebla, la que genera, entre 
la población, la confusión deliberada sobre organigramas, sujetos y es¬ 
pacios fomentados para obtener un sustrato de vigilantismo y asegurar 
la comisión de actos que pueden desembocar en desapariciones forza¬ 
das. Ese matiz es el preferible, debido a su popularidad entre quienes 
estudian el fenómeno de las desapariciones forzadas. Es habitual aludir, 
en ese ámbito, al decreto nazi de Noche y niebla (7 de diciembre de 
1941-1944), con vistas en aprovechar la popularidad de la expresión 
en alemán. En esa lengua, existe toda una tradición que mezcla niebla 
y decreto para aludir a algo oscuro y terrible. 

En el caso del decreto, corresponde a las desapariciones forzadas 
del nazismo en los territorios ocupados. Es cierto que la doctrina más 
acertada recuerda que tales capturas no siempre suponían la muerte 
del capturado, ni que sus condiciones fuesen las peores durante el 
régimen, pero sí remarcan su aislamiento hasta que finalizase la gue¬ 
rra, en ocasiones en condiciones mortales, así como el evidente terror 
psicológico para familiares y conocidos (Huhle, 2014). Valga entonces, 
para poder usar la metáfora, el entronque con von Glausewitz y el énfasis 
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en lo que tiene de ocultamiento la correlación entre niebla y desapa¬ 
rición forzada. 

La principal conclusión es que, frente a la indeterminación de or¬ 
ganigramas, sujetos y espacios oficiales, aunado a la perfidia de las orga¬ 
nizaciones criminales (como enemigos ocultos para los que cuanto peor, 
mejor), se produce un desdibujamiento de la ley de guerra. Ahí, el 
vigilantismo es el mínimo común denominador de la violencia. 

Resta decir que este capítulo se ha basado en fuentes abiertas, 
principalmente documentos oficiales, y entre estas, recomendaciones 
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh), sentencias y 
documentos administrativos. A ello se ha añadido fuentes hemerográ- 
ficas tamaulipecas y nacionales. 

Estudio del GTOHM 


Base legal 

Oficialmente, el gtohm era «un nuevo cuerpo de seguridad interinsti¬ 
tucional [...] profesionalmente preparado para realizar actividades de 
inteligencia y alto riesgo» (Ayuntamiento de Matamoros, 2015, p. 8) en 
Matamoros (Tamaulipas), la ciudad más al noreste de México. Formaba 
parte de la Policía Estatal Acreditable (pea), por lo que un breve repaso 
al fundamento jurídico de ese cuerpo en Tamaulipas resulta útil para la 
comprensión de su naturaleza. 

Ya desde 2011 se inició la reforma de las fuerzas de seguridad en 
la entidad federativa, con procesos de control de confianza y la for¬ 
mación de una nueva policía estatal (pea), con vistas al Mando Único 
Policial (mup), sustanciado en convenios (el de Matamoros databa de 
octubre de 2013) entre municipios, la entidad federativa tamaulipeca 
y la federación. En un esquema ideal, suponen que el gobernador, a 
través de la Secretaría de Seguridad Pública Estatal, puede desplegar 
policía estatal también en los municipios (González, 2013a). En esta 
línea, la Ley de Coordinación del Sistema de Seguridad Pública del 
Estado de Tamaulipas (2009), en su art. 13, señala que «el goberna¬ 
dor puede asumir de manera temporal la dirección y el mando de las 
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policías municipales [...] en los casos que juzgue de fuerza mayor o 
de alteración grave del orden público». También la Ley de Seguridad 
Pública para el Estado de Tamaulipas (2007), sus arts. 6 y I4.iii, en lo 
que respecta a los ayuntamientos, habilita para ello a diversas autori¬ 
dades {numerus appertu^, ya que permite que el gobierno estatal o quien éste 
designe y presidentes municipales, celebren convenios sobre la materia 
entre sí o con el gobierno federal, otros gobiernos estatales o muni¬ 
cipales mexicanos e incluso con personas físicas o morales, públicas o 
privadas. Se tratará de «convenios o acuerdos que el interés general 
requiera para la mejor prestación de la función de seguridad pública» 
(2007, art. 6), engarzados en el marco del art. 21 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum, 2020 ). Obviamente 
la responsabilidad de los servidores públicos y patrimoniales, tras la 
firma de esos convenios, se mantiene, aunque «desempeñe un empleo, 
cargo o comisión de cualquier naturaleza» (cpeum, 2020 , art. 108). 

Además del marco jurídico descrito, la puesta en práctica del mup 
requiere unos esquemas de coordinaciones y regiones, que, en ese mo¬ 
mento, se planteaba que lo cubriesen los mandos militares que ya 
estaban siendo los titulares de seguridad en una veintena de munici¬ 
pios tamaulipecos (González, 2013a). Es, de este modo, que esos coordi¬ 
nadores resultaron ser «quienes anteriormente se desempeñaban como 
directores, delegados, secretarios o encargados de la seguridad pública 
municipal» (párr. 4). En el mup «pasan a ser coordinadores de la Policía 
Estatal en esos Ayuntamientos», incluyendo el de Matamoros (Gon¬ 
zález, 2013 b, párr. 6). En los municipios queda un secretario de se¬ 
guridad que funge como enlace entre municipio y gobierno estatal. 
Nombrado por este, recluta y capacita al personal (Meza, 2014). 

El resultado de la base legal y la puesta en práctica es que, a finales 
de la anterior administración federal de Enrique Peña Nieto (Partido 
Revolucionario Institucional, pri), 70 por ciento de los municipios 
estaban bajo mup y solamente Nayarit, Querétaro, Sinaloa y Zacatecas 
no habían firmado ninguno de los mencionados convenios de colabo¬ 
ración y coordinación (López, 2018). Sin embargo, como explica un 
ex agente del anterior Centro de Investigación y Seguridad Nacional 
(ciSEN, denominado en la actualidad Centro Nacional de Inteligencia) 
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y con trayectoria en puestos de seguridad a nivel federal y estatal (por 
ejemplo, ex titular del Centro Estatal de Prevención del Delito de Nuevo 
León y ex asesor del Secretario de Seguridad Pública Federal), esto no 
significa que todas las fuerzas de seguridad sean policías estatales. Más 
bien, se debe estar, en cada convenio firmado en cada municipio de 
cada entidad federativa, para saber si toda policía es estatal (el mup en 
sentido estricto), si es un Mando Único de otro tipo: mixto (donde la 
policía estatal y la municipal se reparten zonas o competencias) o espe¬ 
cial, que consiste en que la federación nombra a un militar -como un 
comisionado- para que coordine algunos aspectos policiales con los 
recursos de los que le proveen los cuerpos estatales o municipales. De 
estos matices se deduce que el mup está dando un mismo nombre a 
una multiplicidad de situaciones distintas (Sumano Rodríguez, comu¬ 
nicación personal, 2019). 

Naturaleza 

El año de 2011, momento de la implantación del mup, fue un período 
donde se vivieron eventos de seguridad graves en Tamaulipas. Uno de 
ellos, los enfrentamientos entre grupos criminales y sus redes de pro¬ 
tección que tenían su núcleo en el noreste (Pérez, 2016). A esa fecha, 
en Matamoros había una cincuentena de policías municipales, apa¬ 
rentemente bien armados. Al menos, contaban con rifles AR-15. Esto 
no es inusual, ya que el lector ha de tener en cuenta que, según la ley, 
para que una fuerza municipal use armas de uso exclusivo del ejército 
se requiere autorización de la Secretaría de la Defensa Nacional 
(Sedeña), según el artículo 11 de la Ley Federal de Armas de Fuego y 
Explosivos (1972). Sin embargo, algunas diferencias eran evidentes 
con el GTOHM que se implantó años después. Entre estas, sus unifor¬ 
mes y sus patrullas eran mucho menos militarizados, como muestran 
fotos (Mérida, 2011). 

En el contexto de estas condiciones, la alcaldesa que recién había 
tomado posesión del ayuntamiento de Matamoros, criticaba a la policía 
que operaba en el municipio, y fue con ella que se constituyó el gtohm, 
casi un año antes del caso Alvarado Rivera. 
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Por ejemplo, explicaba que, al no haber pasado los controles de 
confianza, la anterior administración municipal tuvo a los policías en¬ 
cuartelados, esto es, recibiendo su salario sin patrullar. Por ello, en el 
día a día de la seguridad municipal, se contaba con 40 policías estata¬ 
les acreditables, 200 policías militares auxiliares de la Sedeña y 585 
todavía encuartelados. Como complemento de esas cifras, en el Informe 
Anual de Ejecución 2013-2014 del mismo ayuntamiento de Matamo¬ 
ros, se señalaba que de los 771 elementos que formaban la policía 
municipal, se había dado de baja a 577, mientras que otros 140 sí pa¬ 
saron a formar parte de la pea (Ayuntamiento de Matamoros, 2015).' 
Efectivamente, de los ya pocos 3 811 policías municipales que había 
en toda la entidad federativa en 2010, únicamente 805 se incorpora¬ 
ron a la policía estatal acreditable. Al resto se les dio también de baja 
(Meza, 2014). 

Por añadidura, el consistorio de Matamoros resaltaba que la delin¬ 
cuencia organizada controlaba el área de seguridad pública y tránsito 
municipal, incluido el corralón, además del «relleno sanitario, donde se 
depositan los desechos de las empresas de la región y cobraban a quien 
entraba», y también «decidían quién abría y quién cerraba los nego¬ 
cios».(«Limpieza en Matamoros», 2014, párr. 8). Si a ello se añade una 
nómina de casi un centenar de personas sin justificar, el municipio cal¬ 
culaba 25 millones de pesos mensuales de pérdidas, a los que se tuvieron 
que añadir entre 43 y 47 millones para liquidar a los mencionados poli¬ 
cías municipales que no pasaron los controles de confianza («Limpieza 
en Matamoros», 2014; Ayuntamiento de Matamoros, 2015). Una de 
las preguntas que suscita tal control criminal es si ese dinero se ha recu¬ 
perado y se ha procesado a esos cientos que tenían embotado al ayun¬ 
tamiento, o solamente se les espantó, como a cuervos, y se les cerraron 
las puertas del consistorio. 

Antes de su presentación pública, en septiembre de 2014, el gtohm 
llevaba cinco meses operando (lo que daría la fecha de constitución 
de abril de ese año). Realizaba acciones «para detectar la venta clan- 


' Eso suma 717 (y no 771). Si no es un error de dedo, se desconoce qué ha pasa¬ 
do con la cincuentena restante [nota del autor]. 
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destina de gasolina, puntos de venta de drogas, autos robados y vigi¬ 
lantes de la delincuencia organizada [...]» («Limpieza en Matamoros», 
2014, parr. 13). Estas actuaciones quizá fuesen informales o por hechos 
consumados, puesto que la cndh (2017) recoge que no fue hasta el 
16 de junio de 2014 que a los policías estatales, miembros del gtohm, 
se les informó que desde la presidencia municipal se les iban a dar órde¬ 
nes en tanto parte de ese cuerpo. 

De manera paralela, se debe recordar que desde el 15 de julio de 
2013, 39 marinos custodiaban a los mandos municipales matamoren- 
ses, en coordinación precisamente con nueve pea del gtohm (cndh, 
2017). Es más, los marinos protegían a funcionarios del consistorio y se 
ostentaban con nueve camionetas municipales, que las usaban con tanta 
discrecionalidad que hasta pudieron modificarlas, creando confusión 
en la ciudadanía, entre ellos y el gtohm (2017). Fuentes de la marina, 
recogidas en «Marina reforzará presencia» (2014), señalan que en los 
primeros meses de 2014 la marina ya venía operando en Matamoros 
(en todo Tamaulipas eran unos 1 200 a esa fecha), en contraste evidente 
con otras importantes ciudades como Reynosa, Nuevo Laredo o Ciu¬ 
dad Victoria, donde no estaban presentes. Son precisamente marinos, 
junto a miembros del gtohm, los señalados en el caso Alvarado Rivera. 

Desde el momento de la creación del gtohm se plantearon dudas 
sobre su naturaleza. ¿Se trataba de un cuerpo de seguridad municipal 
o estatal? Esta indeterminación la posibilita el Convenio de Colabo¬ 
ración y Coordinación celebrado entre el gobierno estatal y el munici¬ 
pal de Matamoros, con fecha 1° de octubre de 2013, donde no se indica 
ni «el nombre del grupo, de sus elementos y/o la hipótesis de creación 
de un grupo alterno para brindar seguridad» (cndh, 2017, pp. 7-8). 
En este sentido, un mes antes de que trascendieran las desapariciones 
forzadas que pusieron el foco público en el cuerpo policial, el titular 
de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Tamaulipas (sspt) 
aclaró algunas circunstancias del gtohm. De esta manera, el militar 
explicó que 250 policías estatales acreditables, de los 2 000 que había 
en ese momento en la entidad federativa, se destinaban a la seguri¬ 
dad de la alcaldía de Matamoros. A este respecto. Meza (2014) recoge 
fuentes de la entidad federativa que elevan a 2 962 el número de pea a 
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finales de 2014, fecha en que se dan las desapariciones forzadas. A su 
vez, concretó que once individuos estaban destinados a la seguridad 
de la alcaldesa, y como potestad de la alcaldesa «utilizan uniforme di¬ 
ferente» («Miente Lety Salazar», 2014, párr. 6). El titular de la sspt 
ahondaba en que «el nombre [...] es un gusto personal de la alcaldesa 
a quien se le ha brindado el apoyo con estos 11 elementos ex marinos 
y militares adiestrados por la Armada y Sedeña, pero acreditados en el 
estado» (Rodríguez, 2014, párr. 2). Igualmente, esa fuente señalaba 
que «si el resto de los alcaldes tamaulipecos lo solicitaran, cada uno 
podría contar con un grupo de seguridad similar al que podrían bau¬ 
tizar con el nombre que se les ocurra» (2014, párr. 3). 

La propia alcaldesa reducía la cifra a nueve ex militares y ex marinos, 
y fijaba en una cuarentena de pea destinados en Matamoros. Además, 
señalaba que estos mismos fueron quienes «decidieron nombrarse 
así para diferenciarse de los demás elementos de seguridad» («Grupo 
Hércules», 2014, párr. 5). Sin embargo, en declaraciones previas a un 
medio local, había señalado que antes se había planteado llamarlos 
Jaguares («Lety va por más Hércules», 2014). Quizá el nombre Jaguares 
se desestimó porque el logo de la Policía Federal (pf) tiene a ese felino 
junto a un águila, o puede que el descarte se deba a algo tan informal 
como remitir al equipo de fútbol americano matamorense. Por su parte, 
la HM del acrónimo gtohm permitía una remisión clara a Heroica 
Matamoros, nombre oficial del municipio. 

En todo caso, desde la alcaldía se aclaró que los miembros de ese 
grupo eran como cualquier policía, limitándose a realizar labores de 
patrullaje y similares («Grupo Hércules», 2014), lo que contrasta con 
la naturaleza exigida por las labores de inteligencia y alto riesgo men¬ 
cionadas anteriormente. Por ende, la alcaldía resaltaba, en coincidencia 
con el titular de la sspt, que el gtohm fue adiestrado por miembros de la 
Secretaría de Marina (Semar) («Limpieza en Matamoros», 2014), lo que 
tampoco parece propio de un ámbito municipal, aunque sí va en una clara 
línea con el mup y, en general, la seguridad mexicana contemporánea. 

Todas estas ambigüedades entre el ámbito municipal y el estatal, 
lo civil y lo militar, y las actuaciones de iure o de Jacto, las confirmó la 
CNDH (2017) al publicar un oficio municipal donde se indicaba que 
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«ningún grupo denominado Hércules pertenece orgánicamente a algu¬ 
na de las dependencias o autoridades de este municipio toda vez que la 
función de seguridad pública es proporcionada por la [Policía Estatal]» 
(p. 12). Los mismos miembros del gtohm señalan ante esa institución 
de derechos humanos que la denominación «es un seudónimo para dis¬ 
tinguirnos de los otros policías, [...] no existe el nombramiento formal 
del Grupo Hércules, ya que yo pertenezco a la Policía Estatal» (2017, 
p. 23). En ello abunda la oralidad en el manejo de sus acciones, puesto 
que todo se hacía verbalmente y sin controles ni regulaciones. Esta 
práctica parece recurrente en el municipio, pues recientemente se abrió 
proceso a una serie de funcionarios municipales y policías de tránsito, 
al no contar estos con acreditación ni nombramiento formal («Procesan a 
funcionarios», 2018). 

Sin embargo, no se pueden considerar estas iniciativas municipales 
como algo aislado y motuproprio. Más bien, son parte de la misma ampli¬ 
tud que posibilita un convenio interinstitucional, la flexibilidad de las 
comisiones en terreno y la práctica histórica de detraer medios de un 
ámbito institucional para subsanar problemas en otro, aunque tenga na¬ 
turaleza distinta. Por ejemplo, es conocido el convenio de colaboración 
entre la Secretaría de Gobernación (Segob) y la Sedeña, firmado en 
1999, y por el que la Primera Brigada de la Policía Militar podía actuar 
con uniformes de la pf, vía la Policía Federal Preventiva (pfp), para la¬ 
bores relacionadas con la implementación de la ley, que incluyó las ane¬ 
jas a la guerra al narcotráfico. Esto supuso que, entre otras acciones, en 
Chihuahua llegara la pf en 2008 y, cuando se quiso sustituir a esta por 
militares en marzo de 2009, estos fuesen de la Tercera Brigada de la Po¬ 
licía Militar, es decir, primero militares que operaban como pf y ahora solo 
militares, pero los mismos que habían fúngido como pf (Rodríguez, 2019). 
Veremos qué tipo de situaciones parecidas trae aparejada el recien¬ 
te despliegue del nuevo cuerpo de este sexenio, una Guardia Nacional 
promovida por el presidente federal Andrés Manuel López Obrador 
(Morena) y con bastante ambigüedad en sus orígenes (Hope, 2019). 

En síntesis, y en el plano legal, los miembros del gothm eran poli¬ 
cías estatales, acreditados legalmente como parte del mup en Matamoros. 
Específicamente, ex militares y marinos formados por dichos cuerpos 
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castrenses. De ello, se deduce una especial predisposición a operar mili¬ 
tarmente, aunque el mando diario fuera del cabildo matamorense. 
Aunque lo nítido sobre el papel no lo es tanto en las operaciones sobre 
el terreno, y de ahí que resulte adecuado señalar al gtohm como mode¬ 
lo de niebla del organigrama . Sirva como ejemplo complementario el 
envío de un oficio por parte de la presidencia municipal a la Procu¬ 
raduría General de Justicia de Tamaulipas (pgjt), donde explicaba 
que el gtohm los componían nueve agentes, contradiciendo la infor¬ 
mación de la propia Procuraduría, que lo hacía ascender a cuarenta. 
Probablemente el oficio se refería a que únicamente esa decena estaba 
destinada a la protección de la alcaldesa... Pero de nuevo se ahonda en 
la confusión sobre la institución, pues la pgjt atribuye a la alcaldesa ser 
quien conformó dicho grupo y es quien les da las ordenes , aunque ello 
contradiga no solo el encuadre orgánico estatal, sino las notas de prensa 
que lo atribuyen a otros miembros del cabildo, como el Secretario de 
Desarrollo Social de Matamoros (Guzmán, 2014). Una muestra de este, 
si se permite la expresión, pimponeo competencial, es que la Coordi¬ 
nación Regional de la Policía Estatal en Matamoros, en un oficio fe¬ 
chado un día antes de que apareciesen los cadáveres, señalaba que 
desconocía las desapariciones forzadas del caso Alvarado Rivera y re¬ 
marcaba que el gtohm estaba bajo mando directo de la Secretaría de 
Seguridad Pública Municipal. Mientras tanto, las fuentes munici¬ 
pales remarcaban que el jefe era el coordinador en el municipio, el 
representante de la Coordinación Regional de la Policía Estatal Acre- 
ditable en Matamoros, Tamaulipas (cndh, 2017). Un coordinador tz \ 
y como hemos visto que diseñaba claramente el mup, pero que contras¬ 
taba con lo que se ha dicho sobre la cotidianeidad del gtohm, vincu¬ 
lada a lo municipal. 

Por todo lo anterior, se concluye que, de hecho, el gtohm fue un 
cuerpo policial municipal, puesto que rendían informes al consisto¬ 
rio, recibían parte de su remuneración de ese erario y este les dotó de 
uniformes y vehículos con insignias y logotipos identificadores (cndh, 
2017). Esta última aseveración sirve para adelantar una situación 
que se vera al explicar la niebla del sujeto , esto es, otras tipologías que 
coadyuvan a la confusión sobre las desapariciones forzadas en el noreste 
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de México. Los emblemas del gtohm resultaron no ser propios de la 
PEA, contradiciendo su acreditación, alta de servicio y credenciales (2017). 
Se entiende que al constituirse no se le aplicaba el Manual para el uso 
de Uniformes y Divisas de las Instituciones Preventivas de Seguridad Pú¬ 
blica del Estado de Tamaulipas, puesto que este se aprobó cuando el 
GTOHM ya había cometido esos delitos, pero hoy por hoy se incumpli¬ 
rían los artículos 6 y 7 del manual de uso de uniformes y divisas de las 
instituciones de seguridad tamaulipecas (sspt, 2015). En esta línea, en 
fotos de septiembre y octubre de 2014 de los vehículos del gtohm, 
recogidas por medios locales, se aprecian que estos actuaban con 
sus propios uniformes y vehículos (Fotografía de TMP Noticias, 2014; 
Fotografía de Respuestaenlinea.info, 2014; Fotografía át Alcaldes de 
México, 2014). 

El caso Alvarado Rivera 

Según la recomendación de la cndh, al respecto, el único documento 
oficial que se ocupa con abundancia de este asunto (todavía no hay 
sentencia), los cuatro jóvenes desaparecidos (tres hermanos Alvarado 
Rivera, específicamente dos hombres y una mujer, y la pareja de esta) 
se encontraban el 13 de octubre de 2014 en un restaurante en direc¬ 
ción a Progreso (Texas). Provenían del poblado de El Control, a unos 
40 km de Matamoros en la carretera a Reynosa, donde la alcaldesa 
había estado horas antes. Había un retén de la Semar y de la pf, cerca 
del Puente Internacional Libre Comercio Lucio Blanco donde en algún 
momento también llegó el gtohm, y se los llevaron (cndh, 2017). Hubo 
más detenidos junto a los desaparecidos forzadamente, algo confirma¬ 
do por fuentes hemerográficas y la cndh. Así, esta propia institución 
señala que, según testigos, la alcaldesa ordenó que se pusiera a disposi¬ 
ción de la fiscalía a los detenidos, algo que solo se hizo con una decena, 
pero no con los cuatro que posteriormente fueron asesinados (2017). 

Ello arroja que el árbol de presuntos perpetradores se ramifica en 
responsabilidad política o penal. En la autoría directa un número 
indeterminado de marinos en coordinación con siete miembros del 
GTOHM y con la tolerancia de cinco pf. En algún grado de coautoría, o 
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bien como autores intelectuales o, si no se acreditase la responsabilidad 
penal, como responsables políticos, tres funcionarios del ayuntamiento 
de Matamoros (alcaldesa, oficial mayor y el concejal de desarrollo so¬ 
cial, del Partido Acción Nacional, pan), el comandante de la Primera 
Zona Naval Militar, cuatro responsables de la pea y tres supervisores 
de la PF (cNDH, 2017). 

El lugar en donde se encontraron los cadáveres es parte de esos 
espacios difusos, donde no pensaríamos encontrar una tumba. Se los 
llevaron a interrogar a un «lote baldío con área verde» (cndh, 2017, 
pp. 78-79). Un par de semanas unos marinos los encontraron «entre 
la maleza que rodea la Subestación Eléctrica de la Comisión Federal 
de Electricidad (cfe)» (2017, p. 94), denominada «Llano Grande», a la 
altura de la brecha El Tecolote (El Llano), ubicada dentro del Ejido 
«Los Cuervos», en Matamoros. Estaban amarrados de pies y brazos y 
tenían las cabezas cubiertas por sus propias playeras (2017). Ahí solo 
se entra en una brecha, esto es, un camino que los particulares abren para 
entrar a un lugar agreste, por lo que es difícil, por esa propia naturaleza, 
que unas tropas recorran ese lugar como parte de unas labores normales. 
De hecho, fuentes locales sostienen que fue una llamada anónima la 
que alertó sobre los cadáveres (Lozano, 2014a). Los individuos habrían 
sido asesinados «prácticamente desde su desaparición», en un sitio dis¬ 
tinto a donde los encontraron, pues en el lugar donde se los halló «no hay 
registros de huellas hemáticas, ni casquillos» (González, 2014, párr. 7). 
De igual forma, llama la atención de sobremanera que, casi simultánea¬ 
mente al descubrimiento de los cadáveres, la alcaldía inaugurase un 
helipuerto en las instalaciones de la Semar, acto en el que estaba toda la 
plana del consistorio, aunque también el cónsul de EE. UU. y represen¬ 
tantes no solo de la Procuraduría General de la República (pgr), sino de la 
propia Semar, Sedeña, pjgt o cisen («Alcaldesa Lety Salazar», 2014). 

No ha habido procesos por el caso Alvarado Rivera, aunque sí acer¬ 
camientos para pactar indemnizaciones. Al respecto, un representante 
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tamaulipas (cedht) 
menciona que en alguna fecha de 2018 se realizó una reunión en la 
presidencia municipal de Matamoros, de la que no quedó constancia 
formal. Había representantes del ayuntamiento, del centro de Desarrollo 
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Integral de la Familia (dif) local, de la Semar, del gobierno federal y 
de víctimas del Estado, así como el abogado de los familiares, aunque 
nadie de la cndh, ni de la Comisión Estatal de Atención a las Víctimas 
(Saldaña Badillo, comunicación personal, 29 de enero de 2019). En 
cualquier caso, se han documentado otros casos donde se suscriben con¬ 
venios de reparación del daño por parte de la marina, pero sin significar 
que reconocen la responsabilidad. Al menos así se hizo en otras desa¬ 
pariciones forzadas en Nuevo Laredo (cndh, 2018). 

Huelga decir que un secretario municipal de bienestar social, y que 
se ostentaba como mando del gtohm, ha tenido procesos penales 
abiertos desde diciembre de 2014. El primero de estos es el único que 
podría tener una relación vaga con el caso Alvarado Rivera, aunque solo 
apuntadas por la prensa. Así, trascendió que dos empleados suyos se 
dirigían a tomar un vuelo a Ciudad de México desde el aeropuerto ma- 
tamorense. Portaban 1.6 millones de pesos, supuestamente (puesto que 
no hay confirmación oficial) para ayudar en el proceso por las desapa¬ 
riciones forzadas y como complemento de casi otros cinco millones de 
pesos ya entregados. Esos mensajeros estarían presos en el Centro 
Federal de Adaptación Social (Cefereso) de Tepic (Nayarit) (Hernán¬ 
dez, 2014). Se le detuvo el 20 de diciembre de 2014, acusado de con¬ 
trabando y fraude fiscal, al declarar en ceros sus cuentas, cuando, según 
la acusación, había recibido ganancias, en 2012, por 30 millones de pe¬ 
sos. Se le internó también en Nayarit, pero tras pagar 12 millones de 
pesos de fianza salió en libertad provisional. Se desconoce a qué llegó 
este proceso, pero en junio del 2018 aparece de nuevo como detenido 
por los delitos de extorsión y asociación delictuosa, en concreto: por la 
presunta obligación a agentes aduanales a pagar por los trámites que 
realizaban (Fernández, 2015; Reséndez, 2018). De fondo, la prensa na¬ 
cional habló de una red de empresas fantasma para ganar fondos federa¬ 
les otorgados en 2014-2015 por el ayuntamiento de Matamoros (Becerril, 
2015). Ya desde prisión, a principios de 2019, también se le ha imputado 
operar con recursos de procedencia ilícita. Las mismas fuentes indican 
que sigue operando desde prisión («Juez abre nuevo proceso», 2019). 
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Tipologías de las confusiones de organigrama, sujeto y espacio 
para las desapariciones forzadas en el noreste de México 

En este apartado se resume por qué el gtohm sirve como modelo de 
niebla del organigrama. Tras ello, se plantean las hipótesis de otras nie¬ 
blas o desdibujamientos, esta vez sobre sujetos y espacios, que se dedu¬ 
cen de casos de desapariciones forzadas o asesinatos extrajudiciales en 
el noreste de México. 

Niebla del organigrama 

Recapitulando lo explicado en el apartado anterior, se define al gtohm 
como un grupo creado por la comisión de iure de policías estatales, pro¬ 
movida en el marco del mup y mediante un convenio de colaboración, 
que da la amplitud suficiente para que, de facto, se ostenten como pro¬ 
tección política municipal. 

Este modelo gtohm capta la confusión sobre el número de ele¬ 
mentos y sus funciones, el uso de vehículos oficiales municipales cuando 
es un ente estatal, o la realización de operativos donde la vinculación 
material es a un instituto armado castrense que tiene más capacidad de 
fuego que los estatales. 

Aunque parte de un operativo tamaulipeco, en un territorio sin 
policía municipal y con una presencia constante de la delincuencia 
organizada, lo definitorio es que ante esa excepcionalidad se prefiere 
desregular el uso de la fuerza, cuando hay algún indicio, al menos mí¬ 
nimo de delincuencia organizada, en el sujeto pasivo de las operaciones. 
Dicho de otro modo, se desconocen los vínculos reales o imaginarios de 
las víctimas, pero sí hay algunos detonantes que sin justificar la acción la 
ponen en un contexto, si se quiere y por los pocos indicios que se tienen, 
de estigmatización y reacción desproporcionada en el uso de la fuerza. 

La detención de los individuos se produce acusándolos de halconeo, un 
delito que se utiliza para sugerir indemostrados vínculos con grupos cri¬ 
minales. La CNDH (2017) recoge que las autoridades hablan de flagran¬ 
cia durante un patrullaje, un día antes de las desapariciones forzadas 
del caso Alvarado Rivera. Ese manto de operativo, como respuesta a una 
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flagrancia, dotó de robustez, de sentido, a las acciones; y es habitual 
también en los casos de nieblas de sujeto y de espacio que se verán en las 
siguientes páginas. Diez detenidos por halconeo que siguen en el Cefereso 
nayarita y que podrían dar más datos sobre el asunto, al haber estado 
presentes, aun vendados, en el interrogatorio sobre los cuatro asesinados 
(CNDH, 2017). «Estos son los que nos vienen reportando desde que sali¬ 
mos de Control», dijo un marino antes de detenerlos (cndh, 2017, p. 43). 
Algunas fuentes aluden al poblado de El Control como un lugar donde 
opera la organización del Golfo (cdg, por Cártel del Golfo, como se le 
llama popularmente), predominante también en Matamoros. Por ejem¬ 
plo, individuos del poblado contrólense se jactan de ser Ciclones de El 
Golfo: «Los Ciclones aquí andamos al millón», «somos pistoleros/defen¬ 
demos a la organización» (Tamaulipas Promotions, 2017, 2:50). En las 
labores diarias se ha podido presenciar que en una de las colonias alu¬ 
didas (Colonia Industrial) en la recomendación de derechos humanos, al 
menos con fecha de elaboración de este escrito (mediados de 2019), hay 
presencia de individuos vigilando informalmente qué vehículos pasan, 
radiando constantemente, sea desde esquinas, vulcanizadoras, gasolineras 
o centros de lavado. 

Todo esto significa que la niebla del gtohm no es arbitraria. Es 
parte de la idea -si el lector quiere, retorcida- de vigilancia, es decir, 
de operativos nebulosos amparados en el consenso del vigilantismo, un 
orden local que ha de mantenerse a cualquier precio, aunque no se defina 
qué significa ese orden ni se colijan sus consecuencias a largo plazo. El 
halconeo es el reverso del operativo, revelado con tal crudeza en la admo¬ 
nición de que «si en el transcurso de aquí a Matamoros nos emboscan, 
voy a venir por ti y eres hombre muerto» (2017, p. 88), como amenazaba 
un miembro de las fuerzas de seguridad. 

En otros casos de desapariciones forzadas, esta vez en Nuevo La- 
redo y que se desarrollan más abajo, también se habla de ese contexto 
de peligro, de enfrentamientos indeterminados, de vigilancia alentada 
por el rumor que pudo haber desencadenado las desapariciones forza¬ 
das. Por ejemplo, en la madrugada del 29 de julio de 2013, el día de 
unas desapariciones, se avisó a la Base de Operaciones de Nuevo Laredo 
de un posible enfrentamiento, pero no se encontraron dos supuestas 
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camionetas con gente armada. Sin embargo, como corolario que insu¬ 
fla la niebla, un testigo señala que vio a cuatro camionetas de marinos, 
dos y dos, y entre medio «la camioneta de su cuñado conducida por un 
marino, sin observar ya a su familiar ni a la chica que acompañaba» 
(CNDH, 2018, pp. 45-46). Igualmente, otro caso de desapariciones for¬ 
zadas, del 13 de junio de 2014 en Matamoros, ocurrido en la carretera 
Matamoros-La Playa, en el ejido El Refugio se ve que las desaparicio¬ 
nes sucedieron frente a una vulcanizadora, con el dueño de esta como tes¬ 
tigo (2018), un lugar del que también se rumorea que puede servir para 
la vigilancia informal por delincuentes. 

Niebla del sujeto 

En los párrafos anteriores se observa un organigrama paralelo, a par¬ 
tir del ahuecamiento de instituciones legales, un desdoblamiento para 
generar confusión, dificultando la distinción entre original (la institu¬ 
ción oficial) y copia (una falsificación que se hace pasar por institución 
oficial). Esto presenta una diferencia evidente con el modelo de confu¬ 
sión por el sujeto. En el modelo gtohm hay una acotación, aun débil, 
posibilitada por el entramado oficial del mup. Sin embargo, ese control 
institucional o personal pueden no aparecer y eso es precisamente lo 
que se analiza en la tipología de niebla del sujeto. Así, pueden darse: 

1) Instituciones oficiales de seguridad con logotipos cambiados o sin 
identificación. En términos generales, una resolución de trans¬ 
parencia de la Sedeña (2010) para el período en que comenzó 
ese MUP habla de que se habían vendido, para el período 2000- 
2010 botas de este cuerpo militar a la pf en 2001 (4 896 pares), 
2002 (822) y 2004 (16 272), un solapamiento de uniformes que 
ahonda en la ambigüedad. En Tamaulipas se han observado 
casos de la policía estatal usando vehículos con los números de 
las patrullas cubiertos («Tapan números de patrullas», 2014) o 
incluso con vehículos civiles, sin logotipos, en apoyo de vehícu¬ 
los sí identificados (Figueroa, 2019). Otro ejemplo de esa confu¬ 
sión se ve en la serie eventos recogidos por la cndh para el 30 de 
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julio en Nuevo Laredo. Se habla de un visitador que observa 
dos unidades de la Semar estacionadas, con marinos uniformados 
alrededor. Una de ellas es un camión, con placas y logotipos de 
la Semar, y el otro una camioneta parecida a las que usan, pero 
sin logotipos en los costados (cndh, 2018). Al analizar un video 
de la gasolinera que recogió la desaparición, se observa que los 
movimientos son coordinados y ordenados, con división de fun¬ 
ciones, uniformes homogéneos y vehículos como los de los ma¬ 
rinos (2018). En esta línea ambigua, hay casos de dos camionetas 
de la marina clonadas, pertenecientes al municipio de Nuevo 
Laredo. Estas fueron decomisadas en el marco de un opera¬ 
tivo promovido por la Fiscalía Especializada en Investigación 
de Delitos por Desaparición Forzada de la pgr, que investiga 
la desaparición forzada de 36 personas en ese municipio. Se 
trataba de unidades que un proveedor municipal rentaba al ayun¬ 
tamiento, para después vendérselas y que se encontraban sitas 
en un predio municipal junto al Centro de Comando, Control, 
Comunicación y Cómputo (c-q, lugar donde, a grandes rasgos, 
se centraliza recursos, sobre todo tecnología, para responder a 
problemas de seguridad). 

Pero además, estas unidades las utilizaron marinos comisio¬ 
nados en ese municipio para dar seguridad al alcalde con licen¬ 
cia en campaña electoral. Mientras la pintura y los logotipos 
eran parecidos a los de los marinos, carecían del número oficial 
asignado y de la típica insignia del ancla. Tenemos, por tanto, 
vehículos usados ilegalmente (clonados por un municipio) pero 
que usan marinos comisionados legalmente para proteger a un 
alcalde en campaña. Las mismas fuentes, recogiendo un oficio 
de transparencia de la propia Semar, señalan que no había auto¬ 
rización escita para que el susodicho alcalde con licencia «fuera 
custodiado por personal naval en su vehículo blindado ni do¬ 
micilio durante las campañas» («Cuidan a Rivas», 2018, párr. 1). 
Eso contrasta con el gtohm, para el que el ayuntamiento de 
Matamoros sí proporcionó autorización con la finalidad de que 
marinos patrullasen en el municipio (cndh, 2017). A la vez, se ha 
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podido observar en Matamoros (desde noviembre de 2017 hasta 
principios de 2019) a marinos subidos en sus camionetas ofi¬ 
ciales y en los de la policía estatal. También efectos redundan¬ 
tes, como patrullajes conjuntos con rótulos de la policía estatal y 
otros de Fuerza Tamaulipas, que es como se llama ahora; o 
vehículos de la Gendarmería, con el logo de la pf descolorido. 
Todo esto comenzando el despliegue de la Guardia Nacional, 
promovida por el Movimiento Regeneración Nacional (Morena) 
y que sustituirá en este sexenio a la pf en toda la república. 

2) Instituciones oficiales de seguridad que actúan encubiertamente. 
Estos casos son sustancialmente diferentes de los anteriores, 
puesto que actuar sin ningún tipo de identificación proviene 
de una habilitación legal. Por ejemplo, la Unidad de Operaciones 
Especiales de la Marina (Unopes), un cuerpo de élite creado en 
2014 y que pueden operar de civil. Se trata de «unidades mínimas 
de significado del actual campo semántico contrainsurgente» 
(Pérez, 2017, párr. 16), que permite cumplir otros objetivos 
relacionados con un sustrato vigilante. En una canción home¬ 
naje a uno de ellos, donde se habla de un supuesto individuo 
que desde su alistamiento en 2005 operó en lugares como 
Michoacán, Guerrero, Jalisco, Monterrey o Coahuila, indica 
bastante bien su componente secreto y súbito: «saben que de 
fantasmazo/a veces les caemos» (Mr Tyson oficial, 2018, 1:12). 

Estas actuaciones encubiertas pueden suponer accidentes 
como el de cuatro marinos miembros de la Unopes que murie¬ 
ron el 20 de agosto de 2018 en Reynosa (Medellín, 2019). Policías 
estatales los confundieron con secuestradores, cuando los ma¬ 
rinos realizaban precisamente una operación contra este delito, 
vestidos de civil y en una camioneta sin identificación oficial. 
En línea con esa política de la confusión, fuentes hemerográficas 
señalan que los marinos calificaron esos hechos como agresión 
por enfrentamiento, lo que no es del todo exacto. El periódico 
Reforma cubrió brevemente la nota, sugiriendo que los mari¬ 
nos habían encontrado a una niña secuestrada y se hallaban en 
la calle cuando llegaron los estatales. Estos, alertados por el 
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Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia local 
(dif) al c- 4 , les dispararon («Balean policías a marinos», 2018). 

También existen casos cualitativamente diferentes a grupos 
especiales como los Unopes. Se trata de aquellas situaciones en 
las que hay un desdoblamiento tal que en otros lugares se ha 
acuñado una distinción popular, entre marinos normales y marinos 
malos, tal y como, al menos para lugares como Sinaloa, recoge 
Ríodoce. Según esta fuente, que aportan un video y testigos, 
en Limita de Tiraje, al norte de Culiacán, varios marinos malos (en 
la terminología acuñada por los testigos) llegaron a un salón de 
eventos en tres camionetas civiles, una sin placas, aunque sí con 
uniformes y lemas de la «Marina», algo que también llevaban 
los que iban de civil. Robaron pertenencias de los asistentes, no 
dejaron acercarse a la policía municipal y tuvieron el lugar re¬ 
tenido por varias horas. Los marinos normales llegaron y se limi¬ 
taron a cuidar el perímetro, cuando los marinos malos se habían 
marchado («¿Quién trae armas?», 2018; «No fue enfrentamiento», 
2018). Cuatro individuos fueron ejecutados extrajudicialmente 
y hay otros dos detenidos, pero no se les ha acreditado delincuen¬ 
cia organizada (Monjardín, 2018). 

En Tamaulipas se dan situaciones similares. Así, en una de 
las recomendaciones de la cndh para Nuevo Laredo (2018), un 
marino, mientras están inspeccionando un lugar de almacena¬ 
miento de armas donde supuestamente habrían llevado a un 
desaparecido, le da su teléfono a la persona que está buscando 
al desaparecido. Ella le llama, le da indicaciones de que vaya al 
campamento Anáhuac, del municipio de Colombia (Nuevo 
León), que colinda con Nuevo León. La deuda va, no encuentra 
al desaparecido, vuelve a marcarle y el marino normal le insiste 
en que ellos (se entiende que los marinos malos) lo tienen. 

La buena acción de este ejemplo tiene su correlato en otras 
más ambiguas. Así, en las desapariciones forzadas de unos pes¬ 
cadores de Matamoros, supuestamente los mismos marinos que 
los desaparecieron llamaron a un amigo de una de las víctimas. 
El testigo cuenta a los visitadores de derechos humanos que «un 
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elemento de la Marina le estaba marcando por teléfono arriba de 
la camioneta [una de las víctimas, patrón del testigo], pidiéndole 
que acudiera al lugar donde se encontraba [esa misma víctima] 
accidentado» (pp. 70-71). Eso se da después de otra llamada 
anónima en la que le decían que su patrón (uno de los desapare¬ 
cidos) había tenido un accidente y que acudiera al lugar, provo¬ 
cando que arribase cuando estaban cuatro marinos llevándose 
dicha camioneta (cndh, 2018). 

Sin embargo, en estas situaciones, ¿esa división entre nor¬ 
males y malos es el enfoque más adecuado? Hace un par de déca¬ 
das se decía «aquello de los policías buenos y los policías malos 
es una falsa discusión, [...] una discusión circular y plagada de 
sofismas», según recopilaba el Instituto Mexicano de Estudios 
de la Criminalidad Organizada, A. C. (imeco) (1998, p. 40). Esto 
es únicamente en algunos contextos, pero lo que sí es induda¬ 
ble es que Carlos Flores acierta cuando supera la idea de recon¬ 
figuración cooptada del Estado de Caray y Salcedo-Albarán, a 
la que llama idealista por considerar que esas redes serían dis¬ 
funcionales y no parte del Estado -reflejan su esencia-, para 
preferir una idea de red de poder hegemónica que postula una 
«configuración institucional para propósitos ilícitos» (Flores, 
2018, pp. 1-2 y 8). Con ello está impugnando la dicotomía 
popular de malo y normal. En algunos contextos, ambos son 
partes del mismo conglomerado de confusión, con objetivos de 
un orden de vigilantismo. 

3) Grupos criminales disfrazados de instituciones oficiales de segu¬ 
ridad. En todo caso, hay escenarios aún más embarullados, 
en los que es casi imposible deslindar si los marinos malos son 
no ya miembros de esta institución, que se extralimitan en 
sus funciones, sino delincuentes disfrazados. A pesar de que 
haya manuales gráficos que indican cuáles son los uniformes 
auténticos de cada cuerpo (Semar. Estado Mayor General, 2006; 
Sedeña, 2013), se realizan acciones quizá no para calcar, pero 
sí para imitar, con la suficiente solvencia como para extender 
la confusión. 
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Cuanto menos, hay constancia de los materiales (la estadís¬ 
tica no incluye las armas) que se llevan los desertores, como 
uniformes o mochilas, según fuentes de la misma Sedeña (2003). 
Respecto a uniformes tipo militar de este cuerpo, para el pe¬ 
ríodo que comprende de 2006 al 13 de mayo de 2009, fechas 
que comprende la resolución de transparencia militar, se incau¬ 
taron 624 uniformes. Los primeros puestos, que nos indican la 
perspectiva militar de esos grupos, eran Michoacán (153), Tamau- 
lipas (88), Chihuahua (68), Sinaloa (62), Coahuila (40), Nuevo 
León (37), Durango (36), Baja California (25), Guerrero (24) 
y Oaxaca (20), entre los que alcanzaban la veintena, según la 
misma Sedeña (2009). De hecho, Veledíaz (2017) cuenta que en 
la zona terracalentana entre Guerrero y Estado de México, operan 
individuos de «La Familia Michoacana» y que, citando el radio¬ 
grama oficial de una confrontación, utilizan uniformes verde 
olivo con la leyenda ejército mexicano y camionetas pixeladas 
clonadas de la Sedeña. En esa zona también se habrían detectado 
sobornos a militares para proteger a criminales (Salazar, 2017). 

Regresando a Tamaulipas, en Nuevo Laredo, al grupo de 
Los Zetas (lz) con predominio aún hoy (autodenominado, al 
menos en ese municipio, «Cártel del Noreste»), se le ha acusado 
de clonar de modo verosímil uniformes de la Semar. Según 
recoge Cedillo (2018), los sicarios (algunos, a su vez, ex mari¬ 
nos) utilizan trajes clonados de esa institución, fabricados en una 
maquila en Monterrey, además de utilizar modus operandi mi¬ 
litares, como disparos al aire al llegar a un lugar, para facilitar 
un perímetro de seguridad. 

Niebla del espacio 

1) Instituciones oficiales de seguridad que aprovechan acciones o espa¬ 
cios confusos. Una recomendación reciente sobre desaparicio¬ 
nes forzadas en Tamaulipas, a la que ya se ha aludido en otro 
punto, analiza una serie de hechos en Nuevo León y Tamauli¬ 
pas (2011-2014), que tienen en común su atribución a la Semar 
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(cNDH, 2018). En lo que interesa a este apartado se va a centrar 
en los casos tamaulipecos, en concreto en Nuevo Laredo y Ma¬ 
tamoros. En uno de los dos casos neolaredenses, un número 
indeterminado de marinos (la recomendación habla de veinti¬ 
dós posibles responsables) desaparecieron a dos individuos, uno 
menor de edad, en julio de 2013. De ello se destaca la erosión 
de lo que cualquier persona espera del espacio de su ciudad. Por 
ejemplo, en la Ciudad Deportiva entraban camionetas oficia¬ 
les y vehículos civiles. También había un retén improvisado en 
plena calle, algo negado por los propios marinos, pero un testigo 
lo afirma y extiende a quince minutos, al igual que el patrullaje 
terrestre del cuerpo militar (cndh, 2018). Igualmente, una tes¬ 
tigo, a la que liberaron en el caso neolaredense que nos ocupa, 
denunció que un almacén de armas del campamento de marinos 
fungía como centro de detención. La misma recomendación de 
la CNDH, para esa ciudad fronteriza, alude al uso de instalacio¬ 
nes deportivo-militares, «que se encuentran en la ciudad depor¬ 
tiva de la colonia Villas de San Miguel», es más, «se constituyó 
en la Base de Operaciones ‘Colombia’ y en la Base de Operaciones 
(temporal) de Nuevo Laredo, Tamaulipas, ubicada en el estadio 
de Béisbol de la ciudad deportiva» (2018, pp. 53-54). 

La habitualidad de este tipo de confusiones del espacio se 
observa en otras partes de Tamaulipas. Por ejemplo, en Mata¬ 
moros, a la entrada de la ciudad en la carretera a Reynosa, se 
observan puestos de control de la policía estatal al lado de hote¬ 
les. Sean puestos permanentes o efímeros, ello no implica que 
decrezcan los deberes de uso de esas instalaciones originariamen¬ 
te privadas y para otro tipo de usos (turísticos, de descanso). No 
digo que no se puedan utilizar instalaciones de ese tipo, sino que 
ese componente híbrido hace que se agraven problemas pre¬ 
existentes de ambigüedad. Por ejemplo, el que se utilicen edificios 
para hacer labores oficiales, pero sin señalar que esos espacios 
tienen ese uso. Respecto a la mencionada treintena de las desa¬ 
pariciones forzadas y la decena de ejecutados extrajudicial- 
mente de principios de 2018 en Nuevo Laredo (cndh. Dirección 
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General de Comunicación, 2018) algunas habrían estado en 
una «bodega habilitada como la Base de Operaciones Norte de 
la Secretaría de Marina» (p. 1), que habría sido quemada para 
borrar pruebas (Díaz, 2019). Más de doscientos marinos estarían 
siendo investigados (Mosso, 2018). 

2) Instituciones oficiales que vuelven confusos espacios habilitados legal¬ 
mente. En el caso de una detención arbitraria sucedida en julio 
de 2014 en Ciudad Victoria por la policía estatal tamaulipeca, 
un familiar, entre los lugares en los que buscó a su desapare¬ 
cido, alude a una retahila de pgr. Policía Ministerial, Dirección 
de Investigaciones, al c-q, a un cuartel y a la Villa Olímpica, hasta 
averiguar que estaban en la Policía Ministerial. Allí el quere¬ 
llante supo que sacaban a los retenidos para darles vueltas es¬ 
condidos en el piso de una de las camionetas hasta devolverlos a 
la Ministerial (Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Tamaulipas, 2018). También en el caso gtohm está presente 
este elemento de uso ilegal de espacio legal, puesto que se habla 
de que hubo un interrogatorio al aire libre y posteriormente en 
un vehículo (cndh, 2017). 

Las tipologías 1) y 2) de este apartado de niebla del espacio son 
novedosas respecto a las vistas en el pasado. Por ejemplo, Jean Meyer 
narra abundantes casos en el período de la guerra cristera, en la segunda 
década del siglo pasado, del uso de espacios católicos (iglesias, semina¬ 
rios) para cometer asesinatos o torturas. Se hacía, precisamente, para 
degradar esos lugares y disuadir a quienes enarbolaban la religión 
para oponerse al gobierno federal (Meyer, 2013). Más recientemente, 
Camilo Vicente (comunicación personal por videollamada, 2019) ex¬ 
plica que «casi la totalidad de los centros de detención [en las décadas 
de 1970 y 1980 en México] fueron en zonas militares, no en casas adap¬ 
tadas», mientras que «las casas de seguridad como lugares de detención 
fueron utilizadas por policías judiciales y la Dirección Federal de Se¬ 
guridad y a veces con acompañamiento del ejército». Esto lo contrasta 
este mismo autor con la masificación de las desapariciones forzadas del 
siglo XXI (Vicente y Dorantes, 2018). 
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Un ejemplo de esta niebla, al sureste de la misma entidad federa¬ 
tiva tamaulipeca, es la desaparición de Francisco Herrera Rivera en 
Tampico. Ocurrida a principios de 2013, los familiares denuncian que 
el GPS de su celular estaba dentro del Quinceavo Batallón de Infantería, 
de la Sedeña, con sede en esa ciudad, así como señales, a cuatro días de 
la desaparición, en la base militar número 1 de Naucalpan (Estado 
de México). También explican que la Sedeña se llevó tanto los videos de 
las cámaras del c -4 que grababan a las personas y vehículos que parti¬ 
ciparon en la desaparición, como los de una gasolinera cercana a los 
hechos. Además, la pgr encontró contradicciones entre las afirmacio¬ 
nes de la SSPT, que señalaba que la camioneta del desaparecido había 
sido encontrada tras un enfrentamiento contra el crimen organizado, y 
el hecho de que el vehículo había sido resguardado en todo momento 
por elementos de la Sedeña (I(dh)eas, Litigio Estratégico en Derechos 
Humanos, A. C., 2017). En el sentido de solicitar que se rehaga la 
versión oficial, a principios de 2018, un juez ha confirmado que la pgr 
debe reformular la investigación e incluir como línea de investigación 
la desaparición forzada. 

El patrón de conducta de ocultación de los hechos se ha visto en otras 
partes de Tamaulipas, como acredita la cndh. Por ejemplo, de acuer¬ 
do con esa entidad, una camioneta de un desaparecido forzadamente 
fue llevada por los marinos a una base naval y estacionada frente a ella, 
pero después negaron estas acciones (cndh, 2017). De todo ello, no 
podemos saber si es mera negligencia, búsqueda de contaminación de 
la prueba, un medio para extender terror o un marino normal que otorga 
una pista benévola. Sobre esto último, en la camioneta del desapare¬ 
cido se encontraron objetos tan ambiguos como una camisola militar 
pixelada a modo de camuflaje, además de una antena y un clip de celu¬ 
lar Motorola (cndh, 2018). 

Pero estos objetos, más que encauzar el sentido de los hechos, los 
nublan. No son pruebas, sino algo así como promesas perpetuas de sen¬ 
tido que operan por yuxtaposiciones inconexas. La prueba se presenta 
como un diabolus ex machina disfrazado de deus ex machina, que rami¬ 
fica la realidad en más y más hipótesis, más que acotarlas en un dis¬ 
curso oficial consensuado. No hay tal discurso oficial, sino otra cosa 
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(se desconoce qué) y la dispersión se cierra sobre sí misma y sobre las 
víctimas, y lo que debería aclarar, emborrona. 

Si se regresa al caso Alvarado Rivera, el 16 de octubre de 2014 los 
dos vehículos de los desaparecidos reaparecieron en Alpha (en su sede 
de Avenida del Niño, en el municipio matamorense), una empresa que 
legaliza vehículos extranjeros, propiedad de un miembro del consisto¬ 
rio matamorense que se ostentaba como líder civil del gtohm (Lozano, 
2014b). El padre de los hermanos Alvarado dice que los vio allí mien¬ 
tras transitaba por la avenida (cndh, 2017), algo ya de por sí curioso, 
cuanto menos. El encuentro de esos tres carros es un acto kafkiano, en 
esa línea que emborrona los hechos, más que servir de prueba. El padre 
pidió explicaciones en la agencia aduanera por los tres carros de sus hijos 
desaparecidos. Tras las llamadas de una empleada del lugar, llegaron 
miembros de la marina y del gtohm y le dejaron llevarse los vehícu¬ 
los de los desaparecidos, mientras lo escoltaban de salida. Las llaves de los 
vehículos se la proporcionó un miembro del gtohm y un civil que se 
nombraba «encargado de la Semar» (2017, p. 87). Eso sí, aunque el hallaz¬ 
go sea kafkiano, no lo es la captura irregular de los vehículos. 

Ese uso de vehículos se ha visto en otros contextos fronterizos (Chi¬ 
huahua) como una política, que consiste en la utilización de vehículos 
incautados al crimen organizado -sin orden judicial y alterando la ca¬ 
dena de custodia- para realizar detenciones ilegales, tal y como se señala 
para otro caso Alvarado, el conocido como caso Alvarado Espinoza, que 
ha llegado al tribunal interamericano de derechos humanos (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2018). 

Conclusiones 

1) El análisis del gtohm y las desapariciones forzadas del caso 
Alvarado Rivera permite establecer los rasgos de confusión del 
organigrama que se presentan en algunas instituciones de segu¬ 
ridad en Tamaulipas, lo que se ha denominado aquí modelo 
GTOHM. A partir de ello, se ha planteado otras tipologías de con¬ 
fusiones. El resultado se ha sintetizado en el Cuadro 1, que puede 
servir como resumen de este capítulo. 
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Cuadro 1. Definición y ejemplos de las confusiones 



de organigrama. 

sujeto o espacio 

Tipo 

Definición 

Ejemplos 

Organigrama 

Conjunto de instituciones 
y prácticas oficiales que 
por mal uso doloso o 
negligente generan un 
organigrama paralelo. 

Grupo Hércules creado por la comisión 
de policías estatales de origen castrense 
por convenio, en marco de mando único 
dan protección municipal. 

Sujeto 

Camuflaje de institucio¬ 
nes legales o criminales 
para ocultar lo que son o 
aparentar lo que no son. 

Logotipos cambiados o sin identificación. 
Actuación legal encubierta. 

Actuación legal extralimitada que 
deviene en criminal. 

Grupos criminales camuflados de oficiales. 

Espacio 

Incorporación fáctica de 
lugares públicos o privados 
a funciones de seguridad 
legales o ilegales. 

Espacios no destinados legalmente a 
funciones de seguridad se usan de hecho 
como tales. 

Espacios habilitados legalmente para 
funciones de seguridad devienen 
confusos por su uso criminal de hecho. 


Fuente-, Elaboración propia. 


2) Una tipología son las denominadas confusiones de sujeto, que 
se ha agrupado en instituciones oficiales de seguridad con logo¬ 
tipos cambiados o sin identificación; instituciones oficiales de 
seguridad que actúan encubiertamente; y grupos criminales dis¬ 
frazados de instituciones oficiales de seguridad. 

3) Las otras se las ha llamado confusiones de espacio. Se dividen, 
por un lado, en instituciones oficiales de seguridad que apro¬ 
vechan acciones o espacios confusos. Por otro, en instituciones 
oficiales que vuelven confusos espacios habilitados legalmente. 

4) El resultado es lo que aquí se ha llamado triple niebla, un estado 
de cosas donde, al igual que actores predominantemente no 
estatales han adoptado técnicas atribuidas teóricamente al Esta¬ 
do, también desde el Estado se apuntala una confusión como 
resultado de la dialéctica de esta desregulación del camuflaje. 
Ello es parte de un fenómeno más amplio, que tiene una cara 
histórica relacionada con la informalidad en las instituciones de 
seguridad mexicanas o la falta de medios o resultados, y otros as¬ 
pectos más específicos, como los enfoques militares de algunos 
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actores privados que, como han mostrados algunas resoluciones 
de transparencia de la Sedeña, apunta a un uso de la falsificación de 
la oficialidad para profundizar en esta ambigüedad. 

Con ello, diferentes actores legales e ilegales aprovechan el sus¬ 
trato vigilante en la región noreste, en pos de un orden que, a pesar 
de buscarse con ahínco, todavía no se ha definido en qué con¬ 
siste exactamente, salvo en una vaga pacificación y en la nostalgia 
por un statu quo retrotraído sin fin. El resultado es una confusión 
pétrea, un marco vigilante donde se incentivan estratagemas, 
más o menos justificadas por esa búsqueda de orden. Se utiliza 
la voz de estratagema en el sentido queda el Derecho Internacional 
Humanitario (dih), tales como «el camuflaje, las añagazas, las ope¬ 
raciones simuladas y las informaciones falsas» del Protocolo I Adi¬ 
cional a los Convenios de Ginebra de 1949, en su art. 37 (1977). 

6) El problema se agrava al realizarse en un contexto, como el tamau- 
lipeco, donde no se ha declarado ninguna guerra y donde esa téc¬ 
nica no la utilizan solamente las hipotéticas partes combatientes 
entre sí, sino ambas contra la población no beligerante. Siguiendo 
con las analogías del dih, la población se utiliza a modo de escudos 
humanos, por lo que se requiere analizar el grado de coacción de 
los grupos criminales con la población (Silva, 2017). Es doctrina 
aceptada, a lo largo de los siglos, la defensa de las represalias (pig¬ 
noraciones, por influencia de la voz latina; androlepsia, en griego) 
contra bandidos, piratas o, si se observa desde ese prisma el caso 
tamaulipeco, individuos adscritos al cdg o a lz, y ello, aunque 
no haya declarado un conflicto armado. Sin embargo, ya Baltasar 
de Ayala, teórico de la soberanía, contemporáneo de Juan Bodino 
y muy anterior a las tesis hobbesianas o weberianas, rechazaba 
«infligir una pena a un inocente por una culpa o crimen de otro, 
pues la pena sigue al autor del crimen» (Ayala, 1948), y es eso lo que 
se hace cuando se usa la fuerza contra individuos sin un vínculo de¬ 
mostrado con esas organizaciones o incluso, cuando se acredita 
un vínculo pero se actúa desproporcionadamente. Por ejemplo, 
modificando la naturaleza de la institución oficial, que no puede 
ser la de establecer y propagar desapariciones forzadas. 

7) De manera correlativa, también se observa, frente a las estratage¬ 
mas de los actores predominantemente no estatales, algún grado 
de pillaje y rapiña. De forma histórica ha habido una distinción 


221 


Jesús Pérez Caballero 


entre el botín, legítimo, y la rapiña, un robo en grupo no legiti¬ 
mado. Sin embargo, hay algunos conflictos que fomentan si¬ 
tuaciones intermedias, y para reparar daños (se entiende que en 
una áoctúnúmtmt guerra justa), se permite que el robo se aplique 
«contra los enemigos exteriores o contra los perturbadores del orden 
interior» (Cruz, 1995, p. 68). Entonces, el botín es rapiña, y una 
misma acción se vuelve la contraria. 

8) En estos casos, la legitimidad de las instituciones oficiales se des¬ 
dibuja. Las distintas confusiones de organigrama, sujeto y espacio, 
plantean, con Borges (1974) lo estéril de que si «Dios mueve al 
jugador, y éste, la pieza/¿Qué dios detrás de Dios la trama empieza/ 
De polvo y tiempo y sueño y agonías?» (p. 813). 
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Vigilantismo y crimen organizado en Tamaulipas pretende contribuir a 
la discusión sobre algunos de los problemas -por usar una expresión 
suave-, que la entidad federativa Tamaulipas, objeto de estudio, presenta 
en el siglo xxi. En la introducción se ha partido de definir vigilantismo 
como el uso que hacen individuos u organizaciones de la fuerza física, 
o la amenaza de ésta, con el objetivo de prevenir o castigar, unas veces 
ilegal, otras paralegalmente, aquellos crímenes o situaciones percibidos 
como peligrosos al grupo que se ostenta como vigilante y al que el indi¬ 
viduo dice representar mediante la realización de ciertas conductas, sea 
a título personal o vinculado a una organización. También se comenzó 
por remarcar que es esencial a la naturaleza del vigilantismo la admi¬ 
sión de múltiples relaciones con el Estado, es decir, las denominadas, 
páginas más atrás, vinculación o desvinculación, que unas veces serán 
estructurales y otras coyunturales. 

Tal definición permite, en estas conclusiones, contrastar el modo 
en que los autores de los respectivos capítulos han discutido -explícita 
o implícitamente- el término vigilantismo, así como apuntar algunas 
cuestiones que derivan de lo planteado en los capítulos. Todo lo ante¬ 
rior, para aplicarlas a estudios ulteriores del término vigilantismo, así 
como a políticas públicas que lo aborden de modo omnicomprensivo; 
en lo que aquí se propone, sin limitarse a enfoques de seguridad. 
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Persistencia de la vigilancia como rasgo clave del vigilantismo. La pri¬ 
mera conclusión que deja esta obra es que la variante tamaulipeca del 
vigilantismo tiene en la vigilancia un rasgo clave. Esto podría ser de otro 
modo, y primarse otros aspectos, por ejemplo, la confluencia de los fines 
del vigilantismo con acciones políticas represivas promovidas por el Esta¬ 
do. Sin embargo, en los capítulos predomina la perspectiva de que el 
vigilantismo crea, erosiona o rompe el orden social mediante unas atri¬ 
buciones de control plasmadas en los actos de vigilancia y sus conse¬ 
cuencias. Hay autores que lo recogen de manera indirecta, pues su 
énfasis es otro (por ejemplo, en el análisis de Carlos Flores, lo político 
y lo económico son preeminentes); y quienes, como Zárate, nos mues¬ 
tran esa vigilancia difusa transcribiendo lo obtenido en sus entrevistas. 
Pero la vigilancia es el término transversal, sea en redes sociales (a nivel 
poblacional, por así decirlo), promovida legalmente por autoridades 
oficiales (tal y como explica López León), o de manera ilegal, por grupos 
criminales hegemónicos en cada municipio tamaulipeco. 

Relación cambiante del vigilantismo con la criminalidad organizada. 
La segunda conclusión es que el vigilantismo en Tamaulipas es un fenó¬ 
meno relacionado con la delincuencia organizada. Generalmente, existen 
puntos de confluencia y ello, según se remarca en el primer capítulo 
de este libro, no es una particularidad tamaulipeca (y ni siquiera mexi¬ 
cana), puesto que esos contactos aparecen en otros contextos interna¬ 
cionales. Pero particularizando en Tamaulipas, existe una confluencia 
de algún grado -todavía por catalogar- en lo que, por ejemplo, des¬ 
criben Casas y Yado en relación con la Columna Pedro José Méndez 
en las regiones del interior tamaulipeco. Muchos aspectos que ejem¬ 
plifican en su trabajo de campo son característicos de ese sustrato. Por 
ejemplo, la pretensión de la Columna de defensa del territorio por quie¬ 
nes se dicen representantes; sus labores de propaganda mediante medios 
cercanos -como distribución de volantes o mensajes de celulares- 
para afectar psicológicamente a la población; o su apelación a instancias 
federales semejante a las militares para apoyarse en ellas o legitimar 
medidas expeditivas, como las ejecuciones extrajudiciales. En una inves¬ 
tigación reciente se ha descrito, incluso, la relación entre la campaña 
mediática de dicha Columna y las acciones realizadas para apuntalar 
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su imbricación en los municipios donde opera, dando lugar a una fase 
superior del vigilantismo (Pérez, 2019). 

En esta línea, aunque ya utilizando expresamente el término de 
vigilantismo, los ejemplos que pone Zárate sobre actos de la delincuen¬ 
cia en Matamoros, o los de Pérez Caballero para la confusión de sujetos 
que fomentan delitos, como la desaparición forzada, indican los pun¬ 
tos de contacto entre el fenómeno vigilante y el de la delincuencia 
organizada. Más abstractamente, la imbricación entre lo oficial y lo 
criminal que describe este autor propicia que se utilicen tácticas y es¬ 
trategias de vigilantismo que, como la delincuencia organizada, son 
parte de un todo mayor. De igual manera, en el último capítulo se ex¬ 
plican acciones de las instituciones de seguridad -sobre todo castren¬ 
ses-, que utilizan la excusa de enfrentar a la delincuencia organizada 
para escenificar y consumar patrones de vigilantismo, que a su vez 
confluyen -en los ámbitos de lo operativo y de los marcos morales y sim¬ 
bólicos- con organizaciones criminales en su mano dura contra pre¬ 
suntos traidores, rivales o delincuentes predatorios. 

El peso de la frontera en el vigilantismo o en dinámicas de las que es 
parte. La frontera entre México y EE. UU. es otra de las condicionantes 
para el vigilantismo tamaulipeco. Resalta que el término nació en este 
último país, donde se observan algunas de las manifestaciones más re¬ 
lacionadas con la fiscalización, en ocasiones violenta, de la frontera. 
En ese sentido, Alarcón (desde un enfoque teórico histórico) y López 
(más apegada a las iniciativas de colaboración interinstitucionales en 
la actualidad), apuntan sobre la presencia en Texas de grupos de vigilan¬ 
tes, de marcado discurso contra los migrantes que intentan alcanzar te¬ 
rritorio estadounidense a través de la frontera norte. Otros capítulos 
también aluden a esa frontera norte, aunque la manera en que se rela¬ 
ciona con el vigilantismo es distinta. Como exhaustivamente ilustra 
Flores, la gestión patrimonialista de la frontera, mediante el control de 
aduanas y de instituciones públicas, es básica para el enriquecimiento 
ilícito de las élites políticas y económicas neoleonesas y tamaulipecas. 
También, esta frontera es el objeto de actividades marcadamente ilega¬ 
les que realizan individuos u organizaciones, como los casos observados 
en este libro en lugares como Hidalgo, Reynosa o Matamoros. Además, 
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cierto mito del sujeto de frontera, individualista y bravo, es un aspecto 
que Zárate detecta en algunas de las iniciativas privadas para prote¬ 
gerse contra los delitos, las persona y el patrimonio. 

El núcleo cambiante del vigilantismo. Si bien se acepta, por la ma¬ 
yoría de autores de este libro, que el concepto de vigilantismo es amplio, 
la propuesta de definición de Pérez en la introducción a este libro, así 
como las aportaciones doctrinales de Alarcón, nos muestran que es 
precisamente lo cambiante del fenómeno lo que debe incorporarse a 
su conceptualización como esencial, de la manera que ha resaltado 
previamente Astorga (2007). Eso sí, dicho aspecto mercurial, según se 
caracteriza en la introducción, no debe hacerse desde la contradicción 
terminológica. Una contradicción que asumiría una suerte de adagio 
confusionista tal que vigilantismo es lo que hacen quienes se llaman a sí 
mismos vigilantes o quienes son llamados así por sus contrarios. Tampoco 
significa que se acepte el uso indistinto de voces parecidas a vigilantismo 
(como la de vigilancia o la de autodefensa), ni se transige con un rela¬ 
tivismo que asuma una particular idiosincrasia del vigilantismo como 
manifestación identitaria (resumida en este posible lema: el vigilantismo 
es la justicia a la mexicana), tan bien criticada en el documental de Louis 
Theroux (2008) sobre el vigilantismo en Suráfrica. Más bien, habría que 
estar a lo leído en la brillante exposición de Torres-Mazuera sobre cómo 
se plasmaba la figura jurídica del ejido posrevolucionario, a pesar de 
que su objeto de estudio sea un lugar tan lejano para Tamaulipas como 
el sur de Yucatán. Así, el ejido ha adoptado un rasgo definitorio a ojos de 
las autoridades, pero en el día a día aparece a través de rasgos incluso in¬ 
compatibles en cuanto a cómo se estipuló legalmente, y sin que ello impida 
su asunción como legal o, al menos, legítima (Torres-Mazuera, 2016). 

Del mismo modo, esa apelación del vigilante a lo que cree de que 
es justo, permite ensamblar, con permutaciones de diferente intensi¬ 
dad, sus vínculos con partes o individuos entroncados en el Estado. 
También, cuando cambian las circunstancias, impugnar al Estado en su 
totalidad, al discutir la legitimidad de las instituciones oficiales para 
abrogarse el monopolio penal. 

Las respuestas penales frente al vigilantismo deben superar los enfoques 
individuales. Un enfoque penal no puede ser la única vía para recuperar 
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la iniciativa ante el fenómeno del vigilantismo, pero sí es necesaria. Si las 
instituciones oficiales quisieran valerse de este medio para recuperar 
la legitimidad, es decir, para que muchos habitantes de las ciudades o 
pueblos descritos vean al Estado como primera opción para impartir 
justicia, deben adoptarse instrumentos suficientes para englobar es¬ 
tructuras supraindividuales. En esa línea, Flores concluye que, para la 
masividad con la que contrabando y tráfico de drogas se están dando 
en el noreste mexicano, son esenciales describir los vínculos que pue¬ 
dan rastrearse en los ámbitos políticos y empresariales, especialmente 
robustecidos por ir en paralelo en como se formaron o consolidaron 
entidades federativas como Nuevo León o Tamaulipas. A su vez, Pérez 
señala aspectos confusos o contradictorios de algunas instituciones oficia¬ 
les de seguridad, que afectan al organigrama, los sujetos que las aplican 
o su objetivo legal. 

Si se aceptan estos planteamientos, el enfoque supraindividual de¬ 
berá tener consecuencias para cualquier tipo de proceso: penal, labo¬ 
ral o administrativo, que afecte a esas instituciones. Por ejemplo, si los 
problemas son de organigrama, no lo son solamente formales, sino 
materiales, y esto significará que los diseños institucionales y la informa¬ 
lidad con la que operan fomentan de por sí la confusión. Entonces, dará 
igual qué individuo esté en esa institución, pues se seguirá generando 
ambigüedad, ello a pesar de la buena fe que se tenga. Por añadidura, si 
es el individuo el principal generador de confusión -la denominada con¬ 
fusión de sujeto-, entonces podría pensarse que el problema termina¬ 
ría cuando se le aparte, detenga o procese... Sin embargo, esto abre 
aún más interrogantes. Apartar a un individuo sin más, puede suponer 
que éste se pase con su bagaje a trabajar directamente para la delincuen¬ 
cia organizada, mientras que detenerlo y procesarlo suscita la proble¬ 
mática de cómo puede valerse de su antiguo rol institucional para 
influir en las instituciones administrativas o judiciales encargadas del 
proceso, y paralizarlas. En fin, los ejemplos aducidos se centran en hi¬ 
pótesis donde lo instituciones estatales sean las principales causantes 
de estas situaciones procesalmente complejas, pero esto no impide que 
organizaciones predominantemente no estatales también abran cues¬ 
tiones de similar naturaleza. 
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El vigilantismo tiene consecuencias en ámbitos no securitarios. Casas 
y Yado exponen de primera mano la zozobra de la población en el in¬ 
terior tamaulipeco, así como el desconcierto sobre las lealtades insti¬ 
tucionales que implica un movimiento como el de la Columna. Es otra 
forma de exponer cómo están continuando los ecos de El Alzamiento, 
una serie de hechos violentos que desde marzo del 2010 comenzaron 
en la ribereña y supusieron el enfrentamiento entre grupos armados en 
Tamaulipas (Pérez, 2019). A su vez, Tanto Villarreal y Vargas como 
Zárate muestran la afectación de la violencia a ciudadanos reynosen- 
ses y matamorenses. La desintegración social y familiar, con exilios o 
cese de actividades productivas, así como la percepción que se tiene de 
las instituciones de seguridad y de quienes se abrogan esas funciones 
desde la criminalidad, son puntos de partida sugeridos para próximas 
investigaciones que exploren las consecuencias éticas, morales y psicoló¬ 
gicas de estos hechos. En ese sentido, las confusiones de espacio de las que 
habla Pérez, como por ejemplo bodegas que se convierten en centros 
de detención, o zonas tomadas por fuerzas de seguridad oficiales que 
pasan a usarlas para cometer delitos, son símbolos de cómo ciertos cam¬ 
bios sustanciales no se explicitan ante una población que queda entre 
interrogantes, las cuales, oscilan entre la desmoralización y el terror, 
entre el cinismo y la incredulidad. 

Los seis puntos enunciados dejan en claro que el vigilantismo requie¬ 
re mayor análisis que el alcance de este libro. La comprensión del fenó¬ 
meno en Tamaulipas también ayuda a entender otras manifestaciones 
en distintas partes de México. Fenómenos que confluyen directamente, 
como algunas funciones de las autodefensas (Guerra, 2019; Pérez, 2015) 
o la cronicidad de los linchamientos (Rodríguez, 2012), por ser contra¬ 
distintos con lo aquí expuesto, parten de un trasfondo común. Ayudar a 
desentrañarlo desde Tamaulipas es una aportación doctrinal relacio¬ 
nada con otros estudios puestos en marcha desde las sedes de El Colef 
que, si incluimos el otro lado de la frontera norte, es como decir desde 
algunos de los epicentros del vigilantismo en el siglo xxi. 
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Este libro propone pensar, desde el marco del vigilantismo, algunas ma¬ 
nifestaciones de la violencia y el control social en Tamaulipas, estado del 
noreste de México. Antes una idea que un concepto, el término vigilan¬ 
tismo no es unívoco, por lo que una de las aportaciones de este trabajo 
es intentar caracterizarlo y plantear una definición que, al menos, sea de 
aplicación a la violencia en varios lugares de la geografía tamaulipeca, tales 
como Hidalgo, Reynosa o Matamoros, así como la frontera mexicana con 
los Estados Unidos de América. 

La introducción y los capítulos iniciales aportan una discusión teóri¬ 
ca al respecto e inciden en la relación entre redes políticas y económicas 
legales; y el despliegue de las redes ilegales. Establecidos esos parámetros, 
el libro analiza algunas manifestaciones del fenómeno del vigilantismo y 
de otros términos contradistintos, como crimen organizado, vigilancia de 
seguridad privada o autodefensa. 




